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LA SEGURIDAD SOCIAL EN BRASIL (1) 

CELSO BARROSO LEITE 

Anteriormente Miembro del Consejo del Departamento Nacional 
de la Previsión Social (Brasil). 

INTRODUCCION 

Aunque es de carácter bastante extendido y tal vez aún excesivo en 
lo que concierne a la variedad y la importancia de las prestaciones que 
otorga, la previsión social brasileña se aplica sólo a una tercera parte 
de los noventa millones de personas en que consiste la población del 
país. Es constituida por un régimen general designado para trabajado-
res urbanos, y por algunos regímenes especiales, principalmente a fa-
vor de funcionarios públicos y de militares; fue sólo recientemente 
que sus prestaciones comenzaron a extenderse a los trabajadores ru-
rales por medio de cuidados médicos, y, más recientemente, por medio 
de prestaciones específicas, es decir, prestaciones de enfermdad en 
dinero. 

Aunque está bastante perfeccionada en algunos aspectos y ya ha 
alcanzado un grado razonable de eficacia en cuanto al otorgamiento 
y a la administración de las prestaciones en dinero, hace falta que 
luche todavía más en el campo de los cuidados médicos, como sucede 
en la mayoría de los países, porque hay pocos que han tenido éxito en 
encontrar una solución satisfactoria a este problema complejo y di-
fícil. 

En el transcurso del primer semestre de 1970, dos hechos de ma-
yor importancia merecen ser mencionados en cuanto a la previsión 
social brasileña: su progresiva extensión a los trabajadores del cam-
po, a través de un proyecto fundamental prudente y realizable, menos 
amplio que el régimen general; y la decisión del gobierno de cubrir 
a toda la población para los cuidados médicos (incluyendo, por con-
secuencia, las categorías profesionales todavía no cubiertas por la 

(1) Versión española recogida del artículo publicado en francés en la Revista In• 
ternaelonal de la AISS No. 3 1970. 
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previsión social) por medio de un "Programa Nacional de Salud" el 
cual, después de haber sido objeto de experimentos en diferentes par-
tes del territorio nacional, está siendo estudiado nuevamente por el 
Ministerio de Salud. 

Fue en octubre de 1969 que la previsión social rural empezó a 
percibir cotizaciones, y podrá otorgar prestaciones a partir de noviem-
bre de 1970; en cuanto al "Programa Nacional de Salud" establecido 
a la iniciativa del gobierno anterior, el gobierno actual sigue la eva-
luación de los resultados de los experimentos ya realizados o aún no 
terminados, y sería por lo tanto prematuro pretender ir más allá de 
una mención de su existencia. 

En Brasil, la previsión social es la más importante de todas las 
medidas de protección social a cargo de los poderes públicos y es 
prácticamente la única en otorgar cuidados médicos. 

Existen otros programas sociales, incluyendo aquellos realizados 
por organismos de asistencia (paralelos), los cuales son el objeto de 
un capítulo aparte en el presente artículo. Pero, aunque estos progra-
mas son útiles, sólo tienen una débil repercusión en las necesidades 
existentes. 

I. ANTECEDENTES 

1.—La Ley Elói Chaves 

Algunos ven los inicios de la previsión social de Brasil en la crea-
ción de la Caja de Retiro y de Pensiones de los Trabajadores de 
la Casa de Moneda, en 1917; y otros en una ley de 1919 que insti-
tuyó el Seguro Obligatorio contra los Accidentes de Trabajo; 
sin embargo, en realidad, se puede considerar como su punto de 
partida la ley llamada "Ley Elói Chaves" o, con más exactitud 
el Decreto-Ley número 4682 del 24 de enero de 1923. 

Esta Ley determinó la creación de cajas de retiro y de pensiones 
Para empleados ferrocarrileros, y, el 20 de marzo del mismo año, 
fue establecida la primera de esas cajas: La Caja de Retiro y de 
Pensiones de los Empleados del Great Western de Brasil. 

Todas las dudas que podrían todavía existir en lo que concierne 
al cuadro histórico de la previsión social son disipadas definiti-
vamente por el reglamento general de la previsión social, que si-
guió la promulgación de la ley orgánica (de la cual hablaremos 
más adelante) instituyendo el "Día de Previsión Social" que era 
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destinado a "unir a las generaciones sucesivas en una tradición, 
en el sentido de una comprensión perfecta y de respeto"; su con 
memoración fue fijada para el 24 de enero, es decir el aniversa-
rio de la "Ley Elói Chaves". 

Por lo consiguiente, la legislación social inicial confería, a sus 
actividades de comienzo, todavía muy incompletas e insuficien-
tes, un carácter "de retiro y de pensiones"; a pesar de la ley or-
gánica de previsión social y su programa de prestaciones varia-
do, la expresión continúa a figurar en la denominación de las 
instituciones de previsión, hasta la fusión de los seis institutos 
de retiro y de pensiones integrados en el actual Instituto Nacio-
nal de Previsión Social, como veremos a continuación. 

2.—Afiliación por Empresa. 

Así, la protección social brasileña originó en el cuadro de un ré-
gimen instituido para cada empresa afiliada, comenzando con las 
empresas ferroviarias, en la aplicación de la Ley Elói Chaves. 
Sin embargo, otro órgano pionero fue creado en 1923: el Consejo 
Nacional de Trabajo (Decreto No. 16027 del 30 de abril de 1923), 
hoy día desaparecido, el cual, además de las cuestiones de legis-
lación de trabajo, era encargado de los problemas relativos a la 
previsión social colocados bajo su control, inclusive como órga-
no de apelación de las decisiones de las cajas. 

La Ley No. 5109 del 20 de diciembre de 1926 extendió el régimen 
de la Ley Elói Chaves a los trabajadores portuarios y marítimos 
(aunque, tratándose de éstos últimos, ésta extensión jamás llegó 
a concretarse); por la Ley No. 5485 del 30 de junio de 1928, el 
régimen fue extendido al personal no contratado de las empre-
sas de servicios telegráficos y radio-telegráficos. 

Estas dos disposiciones legislativas fueron las últimas de inte-
rés para la previsión social antes de la revolución de octubre de 
1930, a partir de la cual la evolución en materia de protección 
social adquirió un ritmo acelerado; algunos consideraron que 
esta aceleración era mayor a lo que hubiera convenido, porque 
el gobierno de cierta manera anticipó las demandas, con todas 
las incoveniencias que involucraba esta manera de actuar un po-
co paternalista. 

En 1930, por Decreto No. 19433 del 26 de noviembre, fue esta-
blecido el Ministerio de Trabajo, de Industria y de Comercio, 
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ligado estrechamente con el contenido ideológico de la revolu-
ción; entre sus atribuciones figuraban la orientación y el control 
de la previsión social a la cual el gobierno provisional consagró 
gran atención. (Con la Ley No. 3782 del 22 de julio de 1960, que 
creó el Ministerio de la Industria y el Comercio, el Ministerio 
anterior recibió su título actual de "Ministerio de Trabajo y de 
la Previsión Social"). 

Fue también en 1930 que se establecieron las Cajas de Retiro y 
de Pensiones para los empleados de los servicios de electricidad 
y de tranvías (Decreto No. 19497 del 17 de diciembre de 1930); 
menos de un año después, el Decreto No. 20465 del lo. de octu-
bre de 1931 fijó el cuadro de la evolución de la previsión social 
al consolidar y reformar la legislación anterior al mismo tiempo 
que extendía el régimen de la Ley Elói Chaves a los empleados 
de otros servicios públicos o empresas dirigidas por los poderes 
públicos. 

El Decreto No. 20465, que consolidó la legislación relativa a las 
Cajas de Retiro y de Pensión y estableció planes y normas en 
vista de la creación de nuevas cajas, puede ser considerado, por 
todo lo que representa desde el punto de vista de la uniforma-
ción, como precursor en este respecto de la Ley Orgánica de 
la Previsión Social. 

En 1932 y en 1934, este régimen se extendió en las empresas mi-
neras y a las compañías de transportes aéreos. Fue también en 
esta época que fue reglamentado el otorgamiento por la Cajas, 
entonces ya bastante numerosas, de los cuidados médicos y de 
las prestaciones (asistencia financiera). 

Parece que la transformación de dos Cajas en institutos, en 1938 
y en 1939, marca el fin de una época, la de las cajas. Su número 
había llegado a 183, y se pensaba que era excesivo. Sin embargo, 
se fusionaron progresivamente y, en 1953, por la creación (De-
creto No. 34586 del 12 de noviembre) de la Caja única de Retiro 
y de Pensiones de los empleados Ferroviarios y de los Servicios 
Públicos, más tarde también transformada en Instituto, llegó a 
su fin este proceso de integración. 

3.—Afiliación por categoría profesional. 

Al principio de los años 30 las inconveniencias de la existencia 
de una Institución por cada empresa ya se hacían sentir el hecho 
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de una proliferación de pequeñas cajas, la mayoría de las cuales 
no tenían un número suficiente de asegurados para que pudie-
sen funcionar según las normas mínimas que regían sobre la pre-
visión social brasileña desde su origen; al mismo tiempo, muchos 
trabajadores quedaban al margen de la protección social. 

Un importante perfeccionamiento alivió esta desventaja: la afilia-
ción por categoría profesional definida como base de l.a activi-
dad común de la empresa. 

Es así que, en el cuadro de este criterio más racional se estable-
ció el Instituto de Retiro y de Pensiones de los trabajadores ma-
rítimos, el cual, creado por el Decreto No. 22872 del 29 de junio 
de 1963, fue la primera institución brasileña de previsión social 
de carácter nacional, fundada en la base de la actividad gené-
rica de la empresa, es decir, cuyo campo de aplicación cubría a 
todos los trabajadores de todas las empresas que, en todo el país, 
ejercían una actividad propia a los trabajadores marítimos em-
pleados en la Marina Mercante. 

Se establecieron a continuación, y dotados de las mismas estruc-
turas, el Instituto de Retiro y de Pensiones para los empleados de 
Comercio (Decreto No. 24273 del 22 de mayo de 1934), el de los 
empleados bancarios (Decreto No. 24615 del 9 de julio de 1934), 
el de los trabajadores de la Industria (creado por la Ley No. 367 
del 31 de diciembre de 1936 e inaugurado el 3 de enero de 1938), 
el de los empleados de las empresas de transporte y carga (crea-
do por el Decreto-Ley No. 651 del 26 de agosto de 1938) por la 
transformación de la Caja de Retiro y de Pensiones de los traba-
jadores de los almacenes y depósitos de café y el de los estibado-
res (creado por el Decreto-Ley No. 1355 del 9 de agosto de 1939) 
por la transformación de la Caja de Retiro y de Pensión de los 
cargadores. El Decreto-Ley No. 7720 del 9 de julio de 1945 incor-
poró en el Instituto de los empleados de las empresas de trans-
porte y carga el de los estibadores que así dejó de existir Las 
dos Cajas transformadas en Instituto ya eran de esta naturale-
za, puesto que estaban abiertas a todos los trabajadores ocupa-
dos en estas dos ramas respectivas. 

A los cinco institutos así creados se añadió en 1960, el Instituto 
de retiro y de pensiones de los empleados ferrocarrileros y de 
los servicios públicos proviniendo de la transformación ya men-
cionada de la Caja única todavía en existencia, por la Ley Orgá- 
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nica de previsión social (Ley No. 3807 del 26 de agosto del mis-
mo año). 

A través de los cinco institutos y de lo que era entonces la "Ca-
ja Unica", la previsión social cubría casi la totalidad de los traba-
jadores urbanos, con excepción de trabajadores independientes 
(para los cuales el seguro se volvió obligatorio por la Ley Orgá-
nica) y de los trabajadores domésticos (que hasta hoy en día se 
consideran como asegurados voluntarios). 

La afiliación por categoría profesional dio lugar a ciertas difi-
cultades, principalmente en lo que concierne a la delimitación 
precisa entre las diversas actividades, a fin de determinar a que 
institución deberían afiliarse los empleados de empresas de cier-
tas ramas o de las que ejercían más de una actividad. Con el 
fin de encontrar una solución a estas cuestiones, los decretos-ley 
No. 627 del 18 de agosto de 1938, No. 1067 del 21 de enero de 1939 
y el No. 1129 del 2 de enero de 1939 determinaron con exactitud 
la esfera de cada institución, definiendo las actividades cubier-
tas, y establecieron criterios y normas con el fin' de fijar lími-
tes a los conflictos que aún así podrían surgir, es decir, los que 
concernían a afiliaciones calificadas como "dudosas". Esta legis-
lación, útil en su época, ha perdido todo significado, primero por-
que los regímenes puestos en vigor por la Ley Orgánica eran idén-
ticos y sobre todo por la unificación de los institutos. 

En este respecto debe ser mencionado el Decreto-Ley No. 1142 del 
9 de marzo de 1939 el cual, estableciendo una excepción al prin-
cipio de afiliación por categoría profesional como base de la ac-
tividad genérica de la empresa, hizo obligatorio que los conduc-
tores de vehículos se afiliasen al instituto de retiro y de pensio-
nes de los empleados de las empresas de transportes y carga, 
fuera cual fuera el Instituto correspondiente a su empresa. 

En 1938, el antiguo Instituto de previsión de los funcionarios 
públicos civiles de la Unión, creado en 1926 y llamado más tar-
de Instituto Nacional de Previsión, fue el objeto de una reforma 
y recibió su actual designación de Instituto de Previsión y de 
Asistencia de los Empleados del Estado o IPASE (Decreto-Ley 
No. 288 del 23 de febrero de 1938). El IPASE jamás se integró al 
Régimen general de previsión social, pero conviene mencionarlo 
en esta relación histórica, por lo menos como pionero en el em- 
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pleo del término "previsión" el cual, curiosamente, no hizo su 
aparición, por lo que es de las instituciones de previsión social 
propiamente dichas hasta cuando fue creado en 1966, el Instituto 
Nacional de la Previsión Social, el INPS, que fue el resultado, 
como ya hemos mencionado y como veremos más adelante, de 
la fusión de los seis institutos de retiro de pensiones. 

4.—Proceso de Evolución. 

Quedando completada la extensión horizontal de la previsión so-
cial de los trabajadores urbanos, los cuales disponían de cinco 
institutos y de las cajas todavía existentes, pasaron casi 10 años 
sin cambio sustancial, aunque de todas maneras conviene señalar 
la creación del Servicio de Alimentación de la Previsión Social 
(Decreto-Ley No. 2478 del 5 de agosto de 1940) que reemplazó al 
Servicio Central de Alimentación (creado por el antiguo Institu-
to de retiro de pensiones de los trabajadores de la industria al 
aplicar el Decreto-Ley No. 1469 el lo. de agosto de 1939). Este 
servicio terminó sus actividades en 1967 y dejó de existir en 1968 
en el curso del proceso de unificación de la previsión social, sien-
do transferidas sus funciones a los órganos específicos (Decreto-
Ley No. 72 del 21 de noviembre de 1966). 

El Consejo Nacional de Trabajo fue reorganizado en 1939. Fue-
ron creados entre otros órganos, (Justicia del Trabajo y Deci-
sión Administrativa), la Cámara y el Departamento de la previ-
sión social, los cuales se transformaron, respectivamente, en el 
Consejo Superior de la Previsión Social (Decreto-Ley No. 8768 del 
19 de enero de 1946), hoy día llamado Consejo de Apelación de la 
Previsión Social y Tribunal Supremo de la Previsión Social, y el 
Departamento Nacional de la Previsión Social (Decreto-Ley No. 
8742 de la misma fecha), que sigue siendo actualmente el órga-
no supremo en los campos técnicos, administrativos y financie-
ros en el Ministerio del Trabajo y de la Previsión Social. En 1941, 
el antiguo "Actuariado" del Ministerio de Trabajo vino a ser el 
Servicio Actuarial actual, órgano encargado de estudios técnicos 
como su denominación indica, el cual recibe la asistencia de un 
consejo de actuarios (Decreto-Ley No. 3941 del 16 de diciembre 
de 1941). 

Por el Decreto No. 58 del 22 de diciembre de 1944, el antiguo Con-
sejo Nacional de Trabajo instituyó como un servicio general de 
la previsión social —que fue el primero en funcionar normal- 
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mente. debido a una tendencia saludable que se concretó en la 
forma de una reagrupación de las instituciones de previsión—, 
el Servicio de Cuidados Médicos a Domicilio y de Cuidados de 
Urgencia (SAMDU), el cual, reglamentado más tarde por el De-
creto No. 27664 del 30 de diciembre de 1949 desapareció tam-
bién en 1966 cuando se creó el Instituto Nacional de la Previ-
sión Social. 

Si seguimos en orden cronológico, conviene señalar el Decreto-
Ley No. 7835 del 6 de agosto de 1945 que ligó los retiros y pen-
siones al salario mínimo, estableciendo que éstos jamás fueran 
menos de 70 y 35% respectivamente de ese salario, disposición 
que consagró el reglamento general de la previsión social; el De-
creto No. 26778 del 14 de junio de 1949, que al implementar la 
Ley No. 593 del 24 de diciembre de 1948 relativa a la pensión 
ordinaria (en función de años de servicio), también promulgó la 
aplicación de "otras legislaciones en vigor sobre las Cajas de Re-
tiro y de Pensiones"; finalmente, el Decreto-Ley 8769 del 21 de 
enero de 1946 que, por la promulgación de "Normas destinadas 
a permitir que el Instituto de Retiros y de Pensiones alcanzara 
más fácilmente sus fines inmediatos", especialmente por medio 
del otorgamiento más sencillo y más rápido de las prestaciones, 
introdujo medidas, generalizadas ulteriormente, que contribuye-
ron a perfeccionar la previsión social. 

5.—Hacia la Uniformación y Unificación. 

Entre la creación del Servicio de Alimentación de la previsión 
social (1940), desaparecido hoy en día, y la Ley Orgánica de Pre-
visión Social (1960), la evolución de la previsión social brasileña 
se caracteriza sobre todo por iniciativas que, aunque sólo hayan 
obtenido resultados parciales (si algunos), confirmaron y refor-
zaron la tendencia que se manifestaba en el sentido de la unifi-
cación del sistema de previsión, consolidado finalmente por esta 
Ley y también a favor de la unificación de carácter institucional, 
obtenida en 1966. Aunque no tuvieron éxito (o sólo un éxito par-
cial) estas tentativas son muy significativas en el proceso de evo-
lución que estamos describiendo. 

Desde el comienzo de las dos décadas ahora sometidas a examen, 
o sea en 1941, se ha tomado una iniciativa con vista a un plan 
único referente a las prestaciones, el costo, y la estructura admi-
nistrativa; plan que, elaborado por el servicio actuarial, fue bien 
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recibido pero jamás llegó a ser aprobado. Fp 1943, un grupo de 
técnicos y especialistas del Ministerio de Trabajo preparó un pro-
yecto de consolidación de las leyes de previsión social que una 
comisión encargada de redactar en su forma definitiva nombró 
Ley Orgánica de Previsión Social, que jamás fue adoptada aunque 
fue elaborada al mismo tiempo que las disposiciones que conso-
lidaron la legislación del trabajo, aprobadas por el Decreto-Ley 
5452 del lo. de mayo de 1943, y que todavía siguen en vigor. 

Más vasto, más completo y completamente propio como concep-
to moderno de seguridad social, apareció en 1945 el proyecto so-
bre la creación de un Instituto de Servicios Sociales del Brasil 
(ISSB), previsto por el Decreto-Ley No. 7526 del 7 de mayo de 
1945, llamado "Ley Orgánica de los Servicios Sociales del Brasil"; 
la Comisión encargada de establecer este organismo, el cual ja-
más vio la luz del día, realizó estudios preliminares extensos y 
minuciosos y preparó una lista detallada de los recursos existen-
tes en materia de cuidados médicos; sin embargo, surgieron cier-
tos acontecimientos que evitaron que el ISSB tampoco pudiera 
materializarse. 

El lo. de mayo de 1954, el gobierno, tratando de efectuar en su 
substancia a lo que se quería llegar por el medio de la ISSB, o 
sea la uniformación del régimen de previsión, adoptó un regla-
mento general de los institutos de retiro y ele pensiones (Decre-
to No. 35448) basado sobre el Decreto-Ley No. 7526 y destinado 
a reglamentar la implementación de sus principios generales. Este 
decreto hubiera sido para los institutos lo que fue para las Cajas 
el Decreto No. 20465 de 1931 ya mencionado. A pesar de sus mé-
ritos indiscutibles y del paso en adelante que representaba, este 
reglamento, anulado casi inmediatamente (Decreto No. 36132 
del 3 de septiembre de 1954) por inconstitucional y por carencia 
de bases jurídicas para reanudar las propuestas anteriores. 

6.—La Ley Orgánica de Previsión Social. 

En 1947, el Diputado Aluizio Alves recopiló los principales pro-
yectos de Ley sobre la Previsión Social y presentó al Congreso 
el primer proyecto de la actual ley orgánica de previsión social. 
En 1950, el mismo Diputado presentó otro texto reemplazando 
su proyecto inicial, y en 1952, en colaboración con el Diputado Al,  
ves una comisión nacional de bienestar social (instituida por el 
Decreto No. 30020 del 29 de septiembre de 1951 y a la cual puso 
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fin el Decreto No. 36827 del 27 de enero de 1955) preparó un 
nuevo proyecto que, considerado como tercera versión del proyec-
to del Diputado Aluizio Alves, como los dos primeros tampoco 
fue adoptado. En 1956, el gobierno creó una comisión encargada 
de elaborar un texto de reemplazo parcial, concerniendo únicamen-
te la estructura administrativa de la previsión social (el cual dio 
origen, con ciertas modificaciones, a la administración colegial 
adoptada por la ley orgánica y conservada en parte por la unifica-
ción); y cuando la Comisión de los servicios públicos dio una 
opinión favorable a este texto de reemplazo parcial, el Diputado 
Batista Ramos lo incluyó en la tercera versión del proyecto original, 
presentando un nuevo texto que, después de haber sido el objeto 
de numerosas enmiendas en sesión plenaria, fue sometido a las 
comisiones de legislación social, de servicios públicos y de finan-
zas. 

Estas tres comisiones elaboraron conjuntamente un nuevo texto 
que fue presentado al Senado en febrero de 1958. Se quedó ahí dos 
años antes de encontrarse ura solución, hasta que acercándose 
las elecciones de 1960, el gobierno y los partidos políticos vieron 
la ocasión de sacar provecho de la aprobación de una Ley tan im-
portante; se llegó a un acuerdo general y el último texto (el de las 
tres comisiones de la Cámara) fue rápidamente adoptado y devuel-
to a su asamblea de origen que con la misma rapidez adoptó las 
enmiendas del Senado y aprobó el texto que se hizo entonces de-
finitivo. 

La Ley No. 3807 del 26 de agosto de 1960 fue promulgada a conti-
nuación; era la Ley orgánica de previsión social tan esperada, y 
sin duda alguna el punto más importante en la evolución de la pre-
visión social. 

En contraste con la lentitud del proceso legislativo con el cual tu-
vo que enfrentarse la ley orgánica de previsión social, el regla-
mento general de previsión social fue elaborado inmediatamente 
después; fue aprobado por el Decreto No. 48959-A del 19 de septiem-
bre de 1960, fue el objeto algunos años más tarde de una nueva 
redacción, y completamente revisado, fue reemplazado por el tex-
to adoptado por el decreto 60501 del 14 de marzo de 1967. 

Poco después, como una etapa suplementaria en la vía de la unifi-
cación de las instituciones, el Departamento Nacional de la previ-
sión social, aprobó el 27 de diciembre de 1963, por la resolución 

108 



No. 1500 de su consejo directivo, el reglamento único de las insti-
tuciones de retiro y de pensiones. 

7.—Revisión de la ley orgánica por la IAPI. 

El 25 de mayo de 1964, el Instituto de Retiro y de Pensiones de 
los Trabajadores de la Industria (integrado hoy en día, como los 
otros institutos, al Instituto Nacional de Previsión Social) creó 
una comisión encargada de "revisar en todos sus aspectos, te-
niendo en cuenta la experiencia adquirida en el curso de sus últi-
mos años" la ley orgánica de previsión social, que entonces era 
muy reciente. Esta Comisión hizo observaciones en vista de una 
nueva formulación de la Ley, con el fin de "extender a los traba-
jadores rurales una amplia protección social, sin perder de vista 
por lo tanto la realidad nacional, particularmente en lo que con-
cierne a una previsión rigurosa en materia de los fondos destina-
dos a financiar el plan de prestaciones", así corno lo estipula la 
disposición que instituyó esta comisión. 

Sin embargo, esta comisión jamás pudo llevar a cabo sus trabajos, 
porque fue sustituida en su acción por una comisión de nivel más 
alto, creado por el gobierno con el mismo fin, la cual concentró 
sus esfuerzos sobre el objetivo a alcanzar 

8.—Esfuerzos para realizar una nueva organización de la previsión 
social. 

El Decreto No. 54067 del 29 de julio de 1964 estableció una nue-
va comisión, al nivel interministerial, cuyo objetivo era de "dar 
una nueva formulación al régimen general de la previsión social 
brasileña". 

En el cuadro del Ministerio del Trabajo y de la Previsión Social, 
la Comisión al principio sólo reunió a técnicos de este Ministe-
rio y representantes de los Ministerios de finanzas, de salud y 
de planeación (hoy en día llamado "Ministerio de la Planificación 
y de la Coordinación Generales"). Después de muy extensos estu-
dios, estos técnicos prepararon dos proyectos preliminares: uno 
para la reforma de la Ley Orgánica de Previsión Social y el otro 
para la creación de un Ministerio de Previsión Social 

Inmediatamente, estos dos proyectos preliminares fueron revisa-
dos en forma exhaustiva por la Comisión completa, compuesta no 
solamente de los técnicos de los ministerios que habían partici-
pado en su elaboración, sino también de representantes de los 

109 



trabajadores de las empresas, designados según sus categorías res-
pectivas. 

Cada proyecto preliminar, en su nueva versión, con el informe de 
los actuarios y el informe importante sobre los trabajos de la co-
misión en sus dos etapas, fue presentado a la Presidencia de la 
República. De hecho no se presentó al Congreso ningún proyecto 
de Ley, con el resultado de que la iniciativa no tuvo éxito algu-
no. Sin embargo, todo este trabajo no había sido hecho en vano, 
porque varias de las soluciones formuladas entonces se realiza-
ron más adelante, mientras otras aún siguen en vigor. 

Mientras salvaguardaba expresamente los regímenes de previsión 
especiales (servicios públicos, militares, etc.), el propuesto ré-
gimen cubriría "a toda persona residente en el territorio nacional", 
incluyendo "todos los servicios destinados a promover el bienestar 
social de la población, especialmente lo que concierne a la previ-
sión, la protección de la salud y a asistencia" y, de cierta manera, 
el plan tenía el aspecto de un programa de seguridad social, expre-
sión que además aparecía en el primer artículo del proyecto preli-
minar de reforma de la ley orgánica. 

Sin incluir, como hemos visto, a los regímenes de previsión espe-
ciales, el "sistema general de previsión especial" se subdividiría 
en tres programas —general, fundamental y mínimo— además 
de ciertos regímenes especiales. 

El programa general constituiría, teniendo en cuenta las modifi-
caciones propuestas, el esquema de la ley orgánica que corres-
ponde a la previsión social de los trabajadores urbanos; el pro-
grama fundamental estaba reflejado en sus grandes rasgos, hasta 
desde el punto de vista de su título, por la previsión social de los 
trabajadores rurales recientemente creada, pero no cubría, como 
se había previsto, a los trabajadores domésticos, en fin, el pro-
grama mínimo (que, sin tomar en cuenta las cotizaciones, preveía 
una asignación de vejez a las personas mayores de 70 años, las 
cuales no se beneficiaban de prestaciones de ningún otro régimen 
de protección social, y asignaciones para las familias numerosas 
que no recibían asignaciones familiares), fue el objeto de una nue-
va propuesta, después de enmiendas apropiadas, del Ministro Jar-
bas Passarinho, titular del Ministerio de Trabajo y de Previsión 
Social de 1967 a 1969. 

Otra propuesta importante, desarrollada posteriormente, fue por 
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ejemplo la que concernía la transferencia a otros órganos más apro-
piados ya existentes o por establecerse, las atribuciones indeter-
minadas de la previsión social —eso había sucedido ya como lo 
hemos visto, en el caso de la asistencia alimenticia, habiendo de-
jado de existir el Servicio de Alimentación de la previsión social, 
o en el caso de la ayuda habitacional (de la cual está encargada 
Actualmente el Banco Nacional de la Vivienda). 

La comisión también propuso la transferencia de los cuidados 
médicos la cual no era una realidad aún, pero que estaba inscri-
ta hasta entonces en el orden del día, no solamente al Programa 
Nacional de Salud ya mencionado, sino también a otro Instituto 
Nacional de Cuidados Médicos, cuya creación era prevista como 
entidad subordinada al Ministerio de Salud, y el cual, según ciertas 
opiniones, podría depender del Ministerio el Trabajo y de la Pre-
visión Social (sin perjudicar su transferencia ulterior a uno o al 
otro de estos ministerios) a fin de aliviar el Instituto Nacional 
de Previsión Social de estas funciones absorbentes, las cuales sin 
embargo no perturbaban el desempeño de sus funciones más es-
pecíficas, las de otorgar las prestaciones en dinero. 

Hemos visto anteriormente que la comisión también propuso la 
creación de un Ministerio de Previsión Social, lo cual colocaría 
este importante servicio bajo la responsabilidad directa de la ad-
ministración; sin embargo la idea no parece haber recibido la 
acogida que merecía ni aún despertado el interés debido, porque 
hasta el presente, no ha vuelto a ser considerada, aunque ha sido 
evocada recientemente pero sin resultado, la creación de un mi-
nisterio de bienestar social (el cual se podría llamar de prefe-
rencia el Ministerio de los Servicios Sociales). 

De todas maneras la comisión establecida por el Decreto 54067 
del 29 de julio de 1964 realizó un trabajo importante de buena ca-
lidad que continúa dando frutos. 

9.—Unificación Institucional. 

La siguiente etapa de la evolución de la previsión social brasileña 
fue lograda cuando el Decreto-Ley 72 del 21 de noviembre de 1966 
reunió los seis institutos entonces activos y los agrupó en el seno 
del Instituto Nacional de la Previsión Social (INPS) establecido 
el 2 de enero de 1967 que reemplaza desde entonces a los institu-
tos de retiro y de pensiones de los empleados bancarios, de co-
mercio, de las compañías de transporte y de carga, de los ferro- 

111 



carriles y los servicios públicos, de los trabajadores de la indus-
tria y de los trabajadores marítimos. 

Así se concretó una tendencia antigua y persistente, y la previ-
sión social brasileña daba un importante paso hacia adelante en 
lo que concierne a la racionalización de su estructura administra-
tiva, con numerosas ventajas, y se acercaba a la igualdad de trato 
de los beneficiarios, mientras realizaba economías de orden ad-
ministrativo. 

El Decreto-Ley 72 suprimió, como lo hemos visto, el Servicio de 
los Cuidados Médicos a domicilio y de los de emergencia, que fue 
igualmente absorbido por el nuevo INPS; el Servicio de Alimen-
tación dejó de existir en 1968, y sus funciones pasaron a otros ór-
ganos de la administración pública mejor adaptados para des-
empeñar sus tareas. 

Después de tres años completos de actividad, en el curso de los 
cuales se encontró una solución a los principales problemas que 
se presentan inevitablemente en una modificación de esta índo-
le, el INPS constituye el resultado de la reforma probablemente 
más importante y más completa llevada a cabo en América Lati-
na, en el orden administrativo, sin excepción alguna. Es de espe-
rarse que en adelante se podrán introducir medidas de perfeccio-
namiento en los diferentes servicios y programas del instituto. 

Repetimos que la creación del INPS ha sido el logro de una larga 
y concreta evolución. Constatamos con toda certeza que la insti-
tución única que existe actualmente es el fruto de una tendencia 
histórica irreversible. 

10.—Integración del seguro de accidentes de trabajo. 

La Ley 5316 del 14 de septiembre de 1966 integró el seguro de 
accidentes de trabajo en la previsión social. Fue así que este tipo 
de seguro desapareció como ramo distinto. Esta también fue una 
medida importante desde el punto de vista de la racionalización 
del sistema de protección social. El Decreto No. 61784 del 28 de 
noviembre de 1967 aprobó los reglamentos del seguro de acciden-
tes de trabajo. 

Esta medida, para la cual el gobierno había luchado durante mu-
chos años, fue adoptada sobre todo debido a la firmeza del anti-
guo ministro de Trabajo y de la Previsión Social (actual ministro 
de Educación y Cultura), el Senador Jarbas G. Passarinho, quien 
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después de haber dejado el Ministerio de Trabajo volvió a la idea 
y logró obtener el apoyo del entonces presidente el señor Arturo 
Da Costa e Silva, y finalmente la aprobación tan esperada del Con-
greso. 

En la publicación intitulada "Ley y Reglamento del Seguro con-
tra Accidentes de Trabajo" el Ministerio de Trabajo y de la Pre-
visión Social señaló que se trataba "de una ley, cuya aprobación 
se debe principalmente al apoyo decisivo del Presidente de la 
República y a la cooperación instruida del Congreso nacional, 
enérgicamente recomendada por los técnicos y especialistas y pre-
vista en nuestra legislación. El reglamento, preparado por un gru-
po de trabajo compuesto en su gran mayoría de miembros del 
Instituto Nacional de la Previsión Social con larga experiencia en 
la materia, debería facilitar la implementación por la previsión 
social de este seguro en una forma que no deja duda alguna del 
éxito de la integración definitiva. 

11.—Previsión social de los trabajadores rurales. 

Otra medida de gran extensión, y una etapa importante de la evo-
lución de la previsión social en Brasil, fue su extensión a los tra-
bajadores rurales, comenzando por las personas empleadas en el 
sector agrícola de la industria azucarera (Decreto-Ley 564 del lo. 
de mayo de 1969), por medio de un programa básico más mo-
derado que el régimen general para los trabajadores urbanos. 

La previsión social para los trabajadores rurales prevé inicial-
mente cotizaciones relativamente bajas que podrán ser aumentadas 
cuando lo permitan condiciones más favorables. Las cotizaciones 
recopiladas y las prestaciones otorgadas tendrán por base el sa-
lario mínimo regional, aún si el asegurado devenga un salario 
superior. Aparte de su extrema sencillez, este criterio se acerca 
más a la realidad de lo que podría parecer, porque el trabajador 
rural, aún en las empresas de nivel de organización aceptable, ge-
neralmente no gana más que el salario mínimo. 

El Decreto-Ley 7604 del 24 de julio de 1969 completa y extiende 
la legislación anterior. Precisa que el programa de base sea apli-
cado a los empleados de empresas productoras y proveedoras de 
productos agrícolas en especie como a los empresarios indepen-
dientes, los cuales, aunque no estén organizados en empresas, uti-
lizan la mano de obra en las mismas condiciones en cuanto a la 
producción y la provisión de productos agrícolas. 
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Poco después el Decreto 65106 del 5 de septiembre de 1969 aprobó 
el reglamento de la previsión social de los trabajadores rurales. 
Con el fin de beneficiar sobre todo de una viabilidad más gran-
de desde el punto de vista económico y financiero, la previsión 
social de los trabajadores rurales no tiene (ni debe tener) una am-
plitud y una diversidad comparables a las de la previsión de los 
trabajadores urbanos; además, será el objeto de una implementa-
ción gradual, después de experimentos limitados, tanto desde el 
punto de vista de su extensión que de las prestaciones otorgadas. 
Sin embargo, por el Decreto No. 3284 del 15 de mayo de 1970, el 
Ministro de Trabajo y de la Previsión Social creó un grupo de 
trabajo encargado "de estudiar la integración del trabajador ru-
ral en el sistema de previsión social de los trabajadores urbanos". 
El programa básico es suplementado por la asistencia social ru-
ral de la cual está encargado la Caja de Asistencia de los Traba-
jadores Rurales o FUNRURAL instituida por la Ley No. 4214 del 
2 de marzo de 1963 (estatuto del trabajador rural), enmendada 
por el Decreto-Ley No. 276 del 28 de febrero de 1967 y reglamen-
tado por el Decreto No. 61554 del 17 de octubre de 1967. 

12.—Revisión de las estructuras funcionales. 

Por el Decreto 3177 del 19 de febrero de 1970, el ministro de Tra-
bajo y de la Previsión Social designó a los miembros de un gru-
po de trabajo encargado de "examinar la situación financiera y 
administrativa del Instituto Nacional de Previsión Social" y de 
presentar "un plan completo con el fin de eliminar los defectos 
funcionales del Instituto y del Departamento Nacional de la Pre-
visión Social, y de proponer cualquier modificación necesaria 
de la legislación en vigor para perfeccionar las estructuras de 
estos órganos". 

El informe del grupo, aunque ya ha sido presentado al ministro, 
todavía no ha sido publicado (mayo 1970). 

13.—Otras medidas de protección social. 

Aunque la previsión constituye la base del sistema brasileño de 
protección social bajo la responsabilidad de los poderes públicos, 
existen otros programas en el país, cuyo carácter es análogo, y 
que merecen mención en esta monografía. 

Ya se ha hecho mención anteriormente de que el Programa Na-
cional de Salud, que desempeña las actividades indicadas en su 
título y que es destinado a reglamentar las prestaciones de los 
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cuidados médicos, los cuales hoy en día son casi exclusivamente 
de la responsabilidad de la previsión social. 

Las actividades, iniciadas en 1965, del Banco Nacional de la Vi-
vienda del cual se desprende el financiamiento de la construcción 
de viviendas y de instalaciones de servicios anexos (servicios sa-
nitarios, industrias de materiales para construcción, etc.) se ejer-
cen normalmente. Sucede lo mismo respecto al Fondo de Garan-
tía de la duración de servicio, constituido por los depósitos que 
las empresas están obligadas a dar para indemnizar a sus emplea-
dos en proporción con sus años de servicio cuando se jubilan o 
se separan de la empresa por motivos lícitos —teniendo estos 
empleados en ciertas circunstancias el derecho de sacar los de-
pósitos hechos en su nombre. 

Al mismo tiempo, la previsión social está estrechamente ligada 
a las medidas de protección de trabajo, las cuales son el objeto de 
la legislación laboral, sector en que, por lo menos en teoría, Bra-
sil está clasificado entre los países más avanzados del mundo, 
puesto que en opinión de algunos su legislación es excesiva tan-
to en lo que concierne a la protección del trabajo como en la 
previsión. 

De cierto modo, la protección social es igualmente suplementada 
y reforzada por programas cuya naturaleza está ligada a las ins-
tituciones de asistencia social de las cuales trataremos en más 
detalle más adelante. 

Adicionalmente, creemos que sería útil repetir que, aunque ac-
tualmente la previsión social cubre sólo un poco más de una ter-
cera parte de la población, es la espina dorsal del sistema de pro-
tección social de Brasil. 

14.—En la vía de la seguridad social. 

A pesar de su expansión y el progreso alcanzado —de los cuales 
atestigua la relación de su evolución histórica—, la previsión so-
cial brasileña, base del sistema nacional de protección social, aún 
se limita a los ámbitos profesionales que ha cubierto desde sus 
principios en 1923, protegiendo a las personas en función de su 
trabajo o del trabajo de otra persona, el campo de aplicación 
cubriendo sólo a los empleados, a los trabajadores independien-
tes, a los empleadores y su personal. 

Sin embargo se empieza a manifestar una preocupación saluda- 
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ble: se espera llegar más allá de este campo de aplicación por me-
dio de planes concebidos en el espíritu de la seguridad social mo-
derna, es decir por medidas de protección social destinadas a to-
da la población, y no únicamente a ciertos sectores determinados. 
Es sabido que la previsión social constituye habitualmente el nú-
cleo de los regímenes nacionales de protección social; sin em-
bargo, puesto que sólo se ejerce en el plan únicamente profesio-
nal, debe ser suplementada por programas de asistencia destina-
dos principalmente a los que, por un mal estado de salud, por la 
edad u otras razones, no tienen la posibilidad de ganarse la vida 
trabajando. 

Por esta razón, es cuestión de iniciativas destinadas a ser apli-
cadas a toda la población como en el caso del Programa Nacional 
de Salud, que aunque es considerado como una medida de previ-
sión social, no está reservado únicamente a sus asegurados. 

El proyecto de una nueva formulación de la previsión social, ela-
borado en 1964 por una Comisión compuesta de técnicos de di-
ferentes ministerios, de representantes de los trabajadores y de 
las empresas, era en realidad un programa de seguridad social; 
fue al volver a considerar una idea que aparecía en este proyec-
to, que de nuevo se propuso un programa fundamental de protec-
ción, una especie de plan mínimo que garantizara una modesta 
asistencia en dinero a las personas que no disponen de ninguna 
otra forma de protección social por edad avanzada o por incapa-

cida de trabajo; este proyecto proveía también estructuras más 
racionales para el programa actual de asistencia infantil y fami-
liar de manera general, constituidas principalmente por asigna-
ciones familiares, a las cuales nos referiremos más adelante. 

Entre los otros objetivos por alcanzar, conviene hacer mención 
de la asignación de desempleo que hoy en día sólo existe en for-
ma poco desarrollada y cuya necesidad va creciendo a medida que 
la economía del país evoluciona y adquiere una forma capitalista 
más definida. Las relaciones de empleo más claramente definidas 
acentúan la necesidad de esta asignación en contrapartida del pe-
ligro de desempleo que existe y que se debe considera como otro 
riesgo social a cubrir. 

116 



II SISTEMA DE REVISION EN VIGOR 

A. REGIMEN GENERAL 

1.—Objetivo. 

En los términos expresamente definidos del Artículo I de su re-
glamento general, la previsión social brasileña tiene por objetivo 
garantizar a sus "beneficiarios" (los asegurados y las personas 
dependientes) bajo la forma de "prestaciones": 

a) Los medios indispensables para su mantenimiento, en caso 
de inactividad debida a edad avanzada, incapacidad de tra-
bajo, desempleo, años de servicios efectuados, reclusión o 
fallecimiento de las personas de las cuales dependen econó-
micamente; 

b) Asistencia en caso de nacimiento de un niño y otras eventua-
lidades que involucran gastos especiales, o asignaciones en 
ciertas situaciones previstas por la ley. 

c) Servicios dirigidos principalmente a la protección de la sa-
lud y a la readaptación profesional. 

2.—Legislación básica. 

En nuestro estudio de la evolución histórica de la previsión social 
en Brasil, hemos hecho mención de las principales leyes y de-
cretos que la establecieron y que regularizan su funcionamiento; 
sin embargo, describiremos aquí sólo la legislación básica en vi-
gor, es decir, los fundamentos legislativos actuales de la previ-
sión, ya no en orden cronológica sino teniendo en cuenta su na-
turaleza, y particularmente, su importancia. 

En la Constitución (enmienda constitucional No. 1 del 17 de oc-
tubre de 1969), este tema aparece bajo el título III ("del orden 
económico social") y es el objeto de varias referencias en el ar-
tículo 165; estas disposiciones aseguran a los trabajadores, entre 
otros derechos, y en adición a ciertas prestaciones que provie-
nen de la legislación de trabajo: asignaciones familiares (párra-
fo II), cuidados médicos y hospitalarios y medicina preventiva 
(párrafo XV), la previsión social en caso de enfermedad, vejez, 
invalidez y muerte, el seguro de desempleo, de accidentes de tra-
bajo y protección de maternidad, por medio de una contribución 
de la Unión del empleador y del empleado (párrafo XVI) y una 
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pensión para el personal femenino después de 30 años de servi-
cio, correspondiendo al salario íntegro (párrafo XIX). 

Según los términos del único párrafo del artículo 165 de la cons-
titución, "ninguna prestación de asistencia, ninguna prestación de 
la previsión social será instituida, incrementada ni extendida sin 
que se haga provisión al mismo tiempo para los recursos desti-
nados a cubrir su financiamiento". 

Aunque haya sido incorporado a la previsión social, el seguro con-
tra los accidentes de trabajo es financiado por la aportación ex-
clfusiva de las empresas, sin participación alguna de los emplea-
dos o del gobierno, contrario al significado aparente del texto 
del párrafo XVI. 

Si pasamos a la parte legislativa propiamente dicha comenzare-
mos por la ley orgánica de previsión social, la ley 3807 del 26 
de agosto de 1960 y su complemento natural, el reglamento ge-
neral de la previsión social, el cual, adoptado después de ésta, 
fué el objeto de una revisión ulterior y cuya versión actual fué 
aprobada por el decreto No. 60501 del 14 de marzo de 1967. 

Entre las modificaciones relativas a la ley orgánica, ciertas son 
de carácter fundamental, y por esta razón, también merecen ser 
mencionadas: 

a) El decreto ley No. 66 del 21 de noviembre de 1966 modificó 
varias disposiciones, principalmente las que conciernen al 
financiamiento y las prestaciones; 

b) El decreto ley No. 72 de la misma fecha modificó profun-
damente las estructuras administrativas, al incorporar los seis 
institutos de retiro y de pensiones entonces existentes, den-
tro del actual Instituto Nacional de la Previsión Social; 

c) La ley No. 5440-A del 23 de mayo de 1968 reglamentó las pen-
siones de personal femenino, que se efectúan después de 30 
años de servicio, la prestación otorgada correspondiendo al 
salario íntegro. 

d) El decreto ley No. 710 del 28 de julio de 1969 y el decreto 
ley No. 795 del 27 de agosto de 1969 que lo refuerza, intro-
dujeron importantes modificaciones, principalmente en cuan-
to a las prestaciones. 

El decreto ley No. 276 del 28 de febrero de 1967, reglamentado 
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por el decreto No. 61554 del 17 de octubre de 1967, toma dispo-
siciones relativas a los cuidados médicos para los trabajadores 
rurales, bajo la responsabilidad de las Cajas de Asistencia del 
Trabajador Rural (FUNRURAL). 

La ley No. 5316 del 14 de septiembre de 1967 incorpora el Segu-
ro de accidentes de trabajo en la previsión social y reglamenta 
la indemnización de los riesgos profesionales; esta materia es tra-
tada también en el reglamento del seguro de accidentes del tra-
bajo aprobado por el decreto No. 61784 del 28 de noviembre 
de 1967. 

Finalmente, los decretos ley No. 564 del lo. de mayo de 1969 
y el No. 704 del 24 de julio de 1969 instituyeron el plan funda-
mental de previsión social, es decir, la previsión social de los 
trabajadores rurales, y su aplicación se realiza de acuerdo con 
el reglamento de la previsión social de los trabajadores rurales, 
aprobado por el decreto No. 65106 del 5 de septiembre de 1969. 

3.—Campo de aplicación. 

En principio y en teoría, la previsión social cubre obligatoriamen-
te a toda persona que ejerce una actividad remunerada en el 
territorio nacional y protege igualmente a las personas dependien-
tes (enumerados más adelante); sin embargo, en la práctica, el 
régimen general sólo se aplica a los trabajadores urbanos, pues-
to que los trabajadores rurales son en general expresamente ex-
cluidos de su campo de aplicación porque se benefician de la pro-
tección de la previsión social de los trabajadores rurales. Entre 
las excepciones indicadas se encuentran los trabajadores domés-
ticos y los religiosos en general, los cuales pueden, sin embargo, 
contribuir voluntariamente. Son también excluidos los empleados 
de los servicios públicos federales, de los Estados o de los ser-
vicios municipales (excepto en el caso en que no sean protegidos 
por un régimen de previsión social propio a ellos) y los milita-
res que disponen de regímenes de previsión especiales, y ciertos 
pequeños grupos mantenidos al margen del régimen general de 
manera completamente ilógica, y los empleados de las antiguas 
cajas de ahorros hoy en día reunidas en una sola institución, lo 
cual vuelve aún más insólita la existencia de un instituto especial. 

Se consideran como dependientes del asegurado: 

1. La esposa, el marido inválido, los niños varones menores de 

119 



18 años o inválidos, y las hijas solteras menores de 21 años 
o inválidas; 

2. La persona designada, la cual si es de sexo masculino debe 
ser menor de 18 años o mayor de 60, ó ser inválida; 

3. La madre o el padre inválidos; 

4. Hermanos menores de 18 años o inválidos, y hermanas sol-
teras menores de 21 años o inválidas. 

Salvo ciertos casos particulares, la existencia de personas depen-
dientes de una categoría excluye del derecho a las prestaciones 
a las que pertenecen a las otras categorías 

Recordamos que el régimen general, estructurado sobre una ba-
se enteramente profesional, se aplica únicamente a los trabaja-
dores urbanos, incluyendo a los trabajadores independientes; exis-
te un régimen diferente de carácter más modesto para los traba-
jadores rurales. 

4.—Financiamiento. 

También en teoría, los gastos que implica la previsión social bra-
sileña son cubiertos por las cotizaciones de los asegurados, de 
las empresas y por una contribución del Estado. La cotización 
del empleado representa 8% del salario sometido a cotización, en 
otros términos, el monto de las sumas que ha recibido en pago 
de los servicios que ha prestado, hasta llegar a 10 veces el sala-
rio mínimo más elevado en vigor en el país. Los trabajadores in-
dependientes asegurados pagan una cotización basada en un sa-
lario de base fijado por el Departamento Nacional de la Previsión 
Social, y en su caso, no existe contribución por parte de la em-
presa, la previsión social siendo limitada a la cotización del 8% 
del mismo asegurado. En cuanto a los asegurados empleadores, 
cotizan sobre la base del salario en el momento de inscripción, 
igualmente fijado por el mismo departamento. La empresa apor-
ta una contribución igual al total de las cotizaciones de sus em-
pleados y también es obligada a pagar una cotización que corres-
ponde al 8%o de la remuneración pagada a cada uno de los tra-
bajadores independientes cuyos servicios pudiese utilizar (decre-
to ley No. 959 del 13 de octubre de 1969). 

En vez de constituir una parte genérica de los ingresos de la pre-
visión social, la contribución sindical es destinada en primer lu- 
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gar a cubrir los gastos de carácter administrativo, incluyendo las 
remuneraciones del personal y, después de satisfechos estos gas-
tos, el saldo será utilizado para "cubrir las insuficiencias finan-
cieras y los déficits que se presentasen". 

Para cubrir su contribución que es variable, el estado utiliza el 
producto de varios impuestos sobre los servicios públicos y otros, 
percibidos directamente del público, llamados "cuota de previ-
sión", y también sumas evaluadas que provienen de los ingresos 
fiscales generales; en la práctica, sin embargo, la previsión social 
sólo recibe la cuota de previsión que cubre apenas la mitad de 
los gastos administrativos, quedando así el gobierno como su 
deudor. 

Recientemente se ha reducido la, cuota de previsión, lo cual inevi-
tablemente ha producido resultados negativos en cuanto a su per-
cepción y constituye un motivo de preocupación para los técni-
cos de previsión social, debido sobre todo al hecho de que los 
gastos del INPS crecen anualmente, principalmente en el campo 
de los servicios médicos. 

5,—Prestaciones. 

a) Observaciones Generales. 

Las prestaciones de la previsión social brasileña incluyen pres-
taciones en dinero pagadas a los asegurados o a sus depen-
dientes, y prestaciones en especie a las cuales tienen derecho 
tanto los asegurados como sus dependientes, es decir, todos 
los beneficiarios. 

El derecho a las prestaciones es sujeto a un período de ca-
lificación de 12 meses en general. Cabe notar que para las 
personas deseosas de beneficiarse de la pensión de vejez o 
de una pensión de servicios prolongados, el período de cali-
ficación se extiende a 60 meses. Las prestaciones de acciden-
te de trabajo o en el caso de ciertas enfermedades graves 
(tumor maligno, afección cardiaca grave) no son sujetas a 
un período de calificación; aún si el asegurado ya no satisfa-
ga las condiciones requeridas por el régimen general, con-
serva sus derechos durante un período de 12 meses, el cual, 
en ciertos casos, puede ser de 24 meses y aún a 36 meses si 
es desempleado. 

Las prestaciones son calculadas en la base del "salario de 
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prestación", es decir, la mitad del salario sujeto a cotización 
en los 12 ó los 36 últimos meses, según la forma de la pres• 
facilón y, en este último caso, el valor del salario más anti-
guo es corregido para fines de estimación, conforme a los 
índices oficiales de revalorización de salarios. El promedio 
de los 12 últimos meses es utilizado en el cálculo de las pres-
taciones de enfermedad, de la pensión de invalidez, de la asig-
nación en caso de reclusión del sostén de la familia, y de la 
pensión de vejez, de las pensiones por servicios prolongados, 
de las pensiones especiales y de la asignación de la prolonga-
ción de la actividad profesional. Hemos notado que para los 
fines de la previsión social sólo se toman en cuenta las re-
muneraciones que no son 10 veces superiores al salario mí-
nimo más elevado en vigor en el país. En caso de detención, 
las asignaciones y pensiones no pueden ser inferiores a 3 5 % 
del salario mínimo; además, las prestaciones destinadas al 
mantenimiento de los dependientes son objeto de un reajus-
te cada vez que el salario mínimo sufre una modificación, y 
aproximadamente en la misma proporción. 

En el mes de diciembre, los jubilados o los pensionados, o 
las personas que hayan recibido por más de 6 meses las pres-
taciones de enfermedad o asignaciones en caso de reclusión, 
reciben una mensualidad complementaria, un tercer mes de 
prestaciones, cuyo monto corresponde a la 12a. parte del total 
de las presaciones que les han sido pagadas durante el ario. 
Las personas que se benefician de pensiones de vejez o de pen-
siones de servicios prolongados, o de pensiones especiales, 
pueden volver a trabajar, inclusive en la misma empresa, sin 
perder el derecho a las prestaciones y sin reducción de ésas; 
en este caso, el asegurado contribuye normalmente a la pre-
visión social y, cuando haya cesado definitivamente toda ac-
tividad, recibe (o deja a sus dependientes si fallece) una su-
ma calculada sobre la base de las cotizaciones pagadas des-
pués de su retorno al trabajo. 

b) Prestaciones principales. 

I. La asignación de maternidad, tiene como objetivo con-
tribuir a cubrir los gastos ocasionados por el alumbra-
miento y los que resultan del nacimiento del niño; es otor-
gada después del pago de 12 cotizaciones mensuales, a 
la asegurada al dar a luz o al asegurado al dar a luz su 
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esposa o la persona dependiente que él haya designado. 
La asignación consiste de un solo pago equivalente al sa-
lario mínimo del lugar de trabajo del asegurado. 

2. La Indemnización por enfermedad es pagadera, después 
de por lo menos 12 cotizaciones mensuales, al asegurado 
víctima de una incapacidad de trabajo de más de 15 días. 
La tasa mensual de las indemnizaciones por enfermedad 
representa 70% del salario de prestación (calculado sobre 
los últimos 12 meses), más un suplemento de 1% de este 
salario por año completo de actividades cubierta por la 
previsión social hasta llegar al 20%; su otorgamiento es 
subordinado a los resultados del examen médico efectua 
do a expensas de la previsión social. Pagadera a partir del 
16avo. día que sigue la cesación de trabajo, la indemni-
zación por enfermedad es mantenida mientras que el ase-
gurado siga incapacitado para ejercer su actividad pro-
fesional; en lo que concierne a los asegurados indepen-
dientes, o los asegurados de afiliación voluntaria, la in-
demnización entra en vigor a partir de la fecha de recep-
ción de la reclamación. 

3. La pensión de invalidez es pagada después de 12 meses 
de cotización, a los asegurados que, beneficiando o no de 
la indemnización de enfermedad, son considerados, des-
pués de un examen a expensas de la previsión social, in-
capacitados para ejercer una actividad profesional e im-
posibilitados de readaptación desde el punto de vista pro-
fesional, y por lo consiguiente, imposibilitados de ganar-
se la vida. La tasa mensual de la pensión representa 70% 
del salario de prestación más un suplemento de 1% de 
este salario por año completo de actividades cubiertas pa-
ra la previsión social hasta llegar al 30% de este sala-
rio. La pensión de invalidez es pagadera a partir del 16avo. 
día de la recepción del de la reclamación presentada más 
de 30 días después de la cesación de trabajo (si el asegu-
rado beneficiaba de la indemnización por enfermedad, des-
de el día siguiente de la cesación del trabajo); es mante-
nida mientras el asegurado siga en la situación que jus-
tifique su derecho a la prestación; el asegurado también 
tiene la obligación de someterse, so pena de suspensión 
de pagos, a exámenes, tratamientos y a la readaptación 

123 



profesional a expensas de la previsión social, con excep-
ción de las intervenciones quirúrgicas que son volunta-
rias. Los aviadores son considerados como no aptos para 
el trabajo cuando en un examen efectuado por una co-
misión médica designada por la Dirección de Servicios de 
Salud de la Aeronáutica ( (incluyendo un médico del INPS), 
presenta lesiones orgánicas o perturbaciones de orden fun-
cional que hacen imposible el ejercicio de su actividad ha-
bitual. 

4. La pensión de vejez es pagada a los asegurados que ha-
yan pagado 60 cotizaciones mensuales y tengan por lo 
menos 65 años (hombres) y por lo menos 60 años (mu-
jeres). La tasa mensual equivale a por lo menos 70 0/0 
del salario de prestación (los 36 últimos meses), suple-
mentado por 1% de dicho salario por cada 12 meses de 
cotizaciones hasta un máximo de 30. Los pagos son efec-
tuados de por vida del asegurado y a partir de la recep-
ción de la reclamación, o de la fecha de cesación de tra-
bajo si ésa es posterior. 

5. La pensión por servicios prolongados es otorgada a los 
asegurados que hayan pagado 60 cotizaciones mensuales 
y que tengan un mínimo de 30 años de servicio. La pen-
sión representa 80% del salario de prestación (36 últi-
mos meses) para los asegurados con 30 años de servi-
cio, más un suplemento de 4% de dicho salario por cada 
12 meses de cotizaciones; los asegurados tienen derecho 
a 1000/9 del salario de prestación después de 30 años de 
servicio; sucede lo mismo en el caso de los asegurados 
periodistas profesionales; los asegurados veteranos des-
pués de 25 años de servicio; los pagos son efectuados a 
partir de la cesación efectiva de trabajo que no debe pro-
ducirse sino después del otorgamiento de la prestación. 
El asegurado que tiene suficientes años de servicio para 
tener derecho a la pensión pero que prefiere continuar 
su actividad profesional, beneficia de la asignación a tí-
tulo de la prolongación de la actividad profesional. 

6. Asignación por prolongación de la actividad profesional es 
pagadera a los asegurados que, aunque satisfagan las con-
diciones exigidas para la obtención de la pensión por ser-
vicios prolongados, prefieren quedar trabajando en la em- 
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presa o continuar con sus actividades en calidad de traba-
jadores independientes. La asignación mensual represen-
ta 20% del salario de prestación para los asegurados con 
un mínimo de 30 años y menos de 35 años de servicio, y 
de 25% de dicho salario para los asegurados con 35 años 
de servicios o más. Los pagos son efectuados a partir de 
la fecha de recepción de la demanda, a partir de la fecha 
en la cual el asegurado cumple por lo menos 30 años de 
servicio y hasta que cesa de trabajar. 

7. La pensión especial es pagadera a los asegurados que ha-
yan pagado 180 cotizaciones mensuales, que tengan por 
lo menos 50 años y que hayan completado, según la ac-
tividad profesional que ejercen, 15, 20 ó 25 años de ser-
vicio en trabajos considerados peligrosos, insalubres o 
arduos; para ciertas actividades, las prestaciones no son 
sujetas a una edad mínima. La pensión mensual equivale 
al 70% del salario de prestación (36 últimos meses) au-
mentada por 1% del dicho salario por cada 12 meses de 
cotizaciones. El pago es efectuado a partir de la fecha de 
recepción de la demanda o de la fecha de cesación de tra-
bajo si ésta es posterior. 

8. La Asignación en caso de reclusión es pagadera después 
del pago de 12 cotizaciones mensuales, a los dependientes 
del asegurado detenido o encarcelado que no recibe ninguna 
remuneración de la empresa donde era empleado ni goza 
de la asignación de enfermedad ni de pensión. La asig-
nación mensual es fijada y pagada en la misma manera que 
la pensión de sobrevivientes. El pago es efectuado a par-
tir de la fecha de encarcelamiento y continúa por la du-
ración de la reclusión, terminándose el derecho a la pres-
tación bajo las mismas condiciones en que se termina el 
derecho a la pensión de sobrevivientes. Si el asegurado 
fallece en prisión, la asignación en caso de reclusión se 
transforma en pensión al presentar el certificado de de-
función. 

9. La indemnización de gastos funerarios es pagadera a la 
persona encargada de los funerales del asegurado, y con-
siste de la indemnización de los gastos efectuados hasta 
llegar a la suma de dos veces el salario mínimo del lugar 
donde trabajaba el asegurado o donde fué enterrado. Si 
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la persona a cargo de los funerales del asegurado es una 
persona dependiente de éste, la indemnización por gastos 
funerarios es pagada según la tasa máxima; en caso con-
trario, consiste de una indemnización que cubre los gastos 
efectivamente incurridos hasta los límites legales. La pre-
visión social tiene contratos con empresas de pompas fú-
nebres en vista de los gastos de los asegurados. 

10. La pensión de sobrevivientes es pagadera a los dependien-
tes del asegurado fallecido que era pensionado o que ha-
ya pagado 12 cotizaciones mensuales. La pensión, paga-
dera a todos los dependientes del asegurado, consiste, por 
una parte, en una pensión (llamada "pensión familiar") 
que se eleva a 5 0 % de la pensión que el asegurado reci-
bía o que hubiera tenido derecho de recibir si a la fecha 
de su fallecimiento hubiera sido jubilado (en este caso, 
la pensión de invalidez debe ser tomada como base) y, 
por otra parte, de sumas iguales, de 10% cada una, de di-
cha pensión para los dependientes del asegurado hasta 5 
(así, la pensión puede representar 100% de la pensión del 
difunto). El monto total así obtenido es dividido en par-
tes iguales para cada uno de los derechohabientes. Los 
pagos son efectuados a partir de la fecha del fallecimiento 
del asegurado y terminan: a) a la muerte de cada uno de 
los beneficiarios; b) con el matrimonio de los beneficia-
rios del sexo femenino; c) para los beneficiarios menores 
del sexo masculino al cumplir 18 años, y para los benefi-
ciarios menores de sexo femeninos al cumplir 21 años, ex-
cepto en caso de invalidez; d) para los beneficiarios invá-
lidos cuando termina la invalidez. Cuando termina el pa-
go de esta prestación a un derechohabiente, se efectúa un 
nuevo cálculo y la pensión es repartida igualmente entre 
los otros beneficiarios. No tiene derecho a pensión la cón-
yuge separada, que bajo la ley civil es privada de su pen-
sión alimenticia, sea por el hecho de haberla expresamen-
te renunciado o en razón de un fallo judicial, ni la mu-
jer que sin motivo válido abandona su hogar y se niega a 
retornar (cuando esta situación es reconocida por fallo 
de un tribunal). El derecho a pensión tampoco existe en 
caso de anulación de matrimonio. 
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c) Asignación de desempleo. 

Hemos visto que la previsión social brasileña prevé única-
mente una forma modesta del seguro de desempleo y vemos 
ahí uno de los puntos que deben ser perfeccionados o me-
jorados. 

Tienen derecho a la asignación de desempleo los asalariados 
que hayan trabajado por lo menos 120 días en la misma em-
presa cuando ésta, sin motivo válido, despida a más de 50 
empleados en un período de dos meses. 

La asignación mensual equivale a la mitad del salario míni-
mo y es pagadera durante tres meses a partir del mes siguien-
te al último mes cubierto por la indemnización por despido 
pagada por la empresa. El pago de la asignación termina si 
el empleado vuelve al trabajo o si se niega a trabajar nueva-
mente para la empresa o a aceptar un empleo equivalente. 

d) Servicios. 

Además de las prestaciones en dinero, la previsión social pro-
vee a los asegurados y a sus dependientes ciertas formas de 
asistencia bien definidas, o "servicios" que describiremos a 
continuación. 

Conviene mencionar que las disposiciones legales relativas a 
los servicios son por lo general teóricas: propiamente dicho 
nadie tiene derecho a ellos o, por lo menos, no se pueden re-
clamar puesto que su prestación depende de las disponibili-
dades financieras, de condiciones locales o de otros factores; 
en este respecto los "servicios" se distinguen esencialmente de 
las prestaciones que se pueden reclamar con pleno derecho 
cuando se satisfagan las condiciones previstas. 

A continuación de la enumeración de los diferentes servicios, 
haremos ciertas observaciones sobre los cuidados médicos, 
que son los más importantes y realmente los únicos que tie-
nen una extensión significativa. 

1) Los cuidados médicos no son subordinados a un período 
de calificación bajo los mismos términos de las disposi-
ciones legales pertinentes. Incluyen los "servicios clínicos, 
quirúrgicos y dentales, a la disposición de los beneficiarios 
a través de centros de consulta externa, hospitales, sana- 
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torios, o en el hogar, en la medida en que los recursos 
financieros y las condiciones locales lo permitan". Los gas-
tos al igual que los costos que implican los servicios mé-
dicos no deben exceder un porcentaje del ingreso fijado 
por el servicio actuarial del Ministerio de Trabajo y de 
la Previsión Social. La Previsión Social puede hacer uso 
de los servicios médicos de instituciones no lucrativas (por 
ejemplo por medio de subsidios a organizaciones no-lu-
crativas como la Caja de Asistencia del Trabajador Rural, 
FUNRURAL). Es previsto que los departamentos médicos 
de previsión social recopilen datos estadísticos precisos 
sobre los servicios puestos a la disposición de los bene-
ficiarios. 

Al igual que en otros países, los cuidados médicos presen-
tan a la previsión social brasileña un problema sumamen-
te serio. Después de la creación de las primeras cajas de 
retiro y de pensiones, es decir, después de 1923, fecha de 
entrar en vigor la Ley Elói Chaves, que ya hemos mencio-
nado, la previsión social absorbió rápidamente a todos los 
servicios de cuidados médicos colocados casi en su totali-
dad bajo su responsabilidad. Dispone actualmente de 27 
hospitales y de 2,200 establecimientos particulares bajo 
contrato; tiene también a su servicio casi exclusivo más 
del 80% de los médicos del país (incluyendo a los especia-
listas en materia de medicina de trabajo). 

Los gastos de los servicios médicos difícilmente pueden 
ser contenidos dentro de los límites previstos. Este año 
de 1970, fueron el objeto de créditos suplementarios y, 
sin embargo, la demanda de servicios más extendidos y de 
mejor calidad es constante. No es sorprendente, porque 
los servicios médicos otorgados por la previsión social 
son motivo de demanda creciente a medida que se per-
feccionan; y el progreso persistente y extraordinario de 

la medicina agrava la situación; se puede imaginar el cos-
to de las instalaciones y de los aparatos frecuentemente 
indispensable hoy día para su eficacia. 

Ya hemos hecho mención del Programa Nacional de Sa-
lud, un esfuerzo efectuado por el gobierno en vista de 
encontrar una solución más completa que la simple con- 
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centración de los cuidados médicos colocados bajo la res-
ponsabilidad de la previsión social; es evidente la falta 
de lógica en ello si consideramos que sólo un poco más 
de una tercera parte de la población se beneficia de ella. 
Sin embargo, esta iniciativa sigue todavía en su fase ex-
perimental y en el momento actual (mayo 1970) los pri-
meros resultados de este experimento son poco alentado-
res; el gobierno ha nombrado una comisión de alto nivel 
encargada de desempeñar un nuevo estudio del programa 
y de decidir si es conveniente continuar su implementa-
ción o bien buscar otra solución. 

Es probable que sea el sector de servicios médicos que 
se encuentre más afectado por las condiciones desfavora-
bles de las cuales sufre el país desde el punto de vista 
socieconómico debido al bajo nivel de salud de la pobla-
ción como a la pobreza de recursos en materia médica y 
de la salud pública en general. 

2) Las Prestaciones Farmacéuticas son relacionadas a los ser-
vicios médicos. Pueden consistir en la previsión de los 

medicamentos, de un reembolso parcial o integral de las 
compras de medicamentos, de la provisión de los medica-
mentos a las empresas por medio de acuerdos bajo los 
cuales los beneficiarios son obligados en la medida de 
lo posible de participar en los gastos que implica esta 
forma de asistencia. Actualmente, la previsión social se 
está preparando a intensificar las prestaciones farmacéu-
ticas. 

3) La Asistencia Financiera tiene como fin otorgar a los ase-
gurados que hayan pagado por lo menos 12 cotizaciones 
mensuales, y en la medida de las posibilidades de orden 
administrativo y de las disponibilidades financieras del 
INPS, préstamos sin intereses y garantías por la adquisi-
ción o arrendamiento de una vivienda. 

4) El servicio social tiene por objeto otorgar a los bene-
ficiarios, en la medida de las posibilidades de orden admi-
nistrativo, técnico y financiero y cuando las condiciones 
locales lo permitan, una ayuda personal determinada prin-
cipalmente en lo que concierne a sus necesidades en mate-
ria de previsión social. 
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5) La Rehabilitación profesional tiene como fin proveer a 
los asegurados enfermos, inválidos o de alguna manera 
física o mentalmente necesitados, en la medida de las po-
sibilidades de orden administrativas y financiero, y cuan-
do las condiciones locales lo permitan, medios de rehabi-
litación o de readaptación profesional que les ayudasen a 
ejercer una actividad remunerada. Esta ayuda es otorga-
da principalmente en la forma de la readaptación profe-
sional a las víctimas de accidentes de trabajo y a los ase-
gurados que se benefician de prestaciones de incapacidad. 
Las empresas que empleen por lo menos a 20 trabajado-
res son obligadas a reservar 2 a 15% de los puestos para 
los asegurados rehabilitados. 

6.—Estructura Administrativa. 

El régimen general de la previsión social es dotado de los siguien-
tes órganos colocados bajo el control del Ministerio del Trabajo 
y de la Previsión Social: 

a) Organos de planificación, orientación y control (Administra-
ción y jurisdicción) bajo el Ministerio; 

b) Organo ejecutivo: El Instituto Nacional de la Previsión So-
cial mejor conocido por sus siglas INPS; y 

c) Organos de control de la institución administrativa. 
Existen tres órganos supremos bajo el ministerio: el Depar-
tamento Nacional de la Previsión Social, el Consejo de Apela-
ción de la Previsión Social, y el Servicio Actuarial. Los órga-
nos de control que ejercen sus actividades paralelamente al 
INPS son el Consejo Fiscal y las comisiones de apelación de 
la previsión social. 

El primero de los órganos de planificación, orientación y con-
trol, el Departamento Nacional de la Previsión Social (DNPS), 
es colocado bajo la autoridad de un consejo directivo com-
puesto de ocho miembros, de los cuales cuatro representan-
tes son del Estado (nombrados por el Presidente de la Re-
pública con la recomendación del ministro), dos represen-
tantes de los asegurados y dos de las empresas elegidos por 
un término de dos años por sus Confederaciones respectivas; 
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este consejo es presidido por uno de los 'representantes del 
Etado designado por el Ministro. 

Fundamentalmente, es al DNPS que incumbe la necesidad de 
orientar y controlar las actividades de previsión social; a es-
te fin elabora textos de carácter general —en otras palabras, 
los que establecen líneas directrices que no involucran nor-
mas administrativas originales, las cuales son de la competen-
cia del Instituto Nacional de la Previsión Social; también es 
una función del DNPS de solucionar cualesquiera dudas que 
pudiesen surgir de la aplicación de las leyes y de los reglamen-
tos relativos a la previsión social. Aunque actualmente (ma-
yo 1970), no están activos el Consejo Médico de la previsión 
social y el Consejo Nacional de Asistencia Farmacéutica de 
la Previsión Social, pertenecen al Departamento con las atri-
buciones sugeridas por sus títulos. 

Frecuentemente es cuestión de revisar las estructuras del 
DNPS y algunos aún han abogado por su supresión; actual-
mente se prevé la revisión de sus funciones, de su estruc-
tura y de la composición de su consejo directivo. 

El órgano supremo del control jurídico es el Consejo de Ape-
lación de la Previsión Social (CRPS) compuesto de 17 miem-
bros que ejercen su mandato por dos años, 9 de ellos siendo 
representantes del Estado, 4 de los asegurados y 4 de las em-
presas. Los representantes del Estado también son nombra-
dos por el Presidente de la República con la recomendación 
del Ministro y deben ser escogidos de entre los funcionarios 
de la previsión social que tengan más de 10 años de servicio 
y que posean conocimientos profundos en materia de previ-
sión social; en lo que concierne a los representantes de los 
asegurados y los de las empresas, son designados, al igual 
que para el Conejo Directivo del DNPS, por sus confedera-
ciones respectivas. 

Presidido por uno de los representantes gubernamentales de-
signado por el ministro de Estado, el CRPS está compuesto 
por cuatro secciones, cada una de 4 miembros, mantenién-
dose la misma proporción desde el punto de vista de la re-
presentación, y la presidencia pasando en cada caso a uno 
de los representantes gubernamentales; las secciones deben 
considerar apelaciones relativas a las decisiones tomadas por 
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las comisiones de apelación de la previsión social (órgano de 
menos importancia en materia de control jurídico) y también 
las revisiones hechas por el DNPS; y las decisiones de las co-
misiones que infringen una decisión legal o reglamentaria. 
Reunido en sesión plenaria, el CRPS tiene la última palabra en 
caso de apelaciones contra las decisiones de las secciones que 
infringen las disposiciones legales o reglamentarias o las nor-

mas establecidas por el DNPS o en casos de discrepancias mani-
festadas entre secciones, o en la misma sección, o en conse-
jo plenario; son definitivas y sin apelación, siendo reservado 
el poder de revisión únicamente a un ministro que actúa ex-
oficio —poder del cual igualmente dispone en lo que concier-
ne a las acciones de los otros órganos o de las autoridades que 
pertenecen al régimen general de la previsión social, como 
lo veremos a continuación. 

El Consejo Médico de la Previsión Social, dentro del CRPS, 
tiene como función dar su opinión sobre los problemas 
que se presentan desde el punto de vista médico; es asistido 
en su tarea por los médicos del INPS; en materia jurídica, 
el CRPS recurre a especialistas del INPS que actúan en ca-
lidad de consejeros. 

Las principales actividades del Servicio Actuarial, en el cual 
existe un consejo actuarial, son las siguientes: determinar la 
realización por el INPS de investigaciones estadísticas de in-
terés desde el punto de vista actuarial y de tomar decisiones 
respecto a su ejecución; de tomar disposiciones para la eva-
loración de las estadísticas derivadas del trabajo de los ac-
tuarios y de controlar su aplicación; finalmente colaborar con 
el DNPS en la elaboración del plan de financiamiento de la 
previsión social. 

* 

El Instituto Nacional de Previsión Social es un cuerpo autó-
nomo y como tal goza de prerrogativas, privilegios e inmu-
nidades garantizados por la ley; en su capacidad como ór-
gano ejecutivo de la previsión social, le incumbe asegurar a 
los beneficiarios (asegurados y dependientes) las prestacio-
nes a las cuales tienen derecho y de recopilar las cotizacio-
nes de los asegurados y de las empresas destinadas a asegu-
rar el financiamiento del régimen. 
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El INPS está colocado bajo la autoridad de un presidente 
(nombrado por el Presidente de la República bajo recomen-
dación del ministro) asistido por una comisión de coordina-
ción general compuesta de oficiales del organismo. 

Bajo los términos del Decreto 225 del 28 de febrero de 1967, 
la estructura básica del INPS está constituida en tres nive-
les, como sigue: 

1. La dirección general incluye al Presidente, al Director Ge-
neral, los directores, los secretarios ejecutivos y el dele-
gado general; 

2. La dirección general representada por oficinas de inspec-
ción regionales cuya organización básica incluye al ins-
pector regional, el inspector adjunto, el delegado regio-
nal y a los funcionarios encabezando órganos correspon-
dientes a los de la dirección general. 

3. La administración local, es decir, los órganos encarga-
dos de la administración y la aplicación de las decisio-
nes concerniendo directamente a los hechos, a las perso-
nas o a los problemas que se presentan. 

Además de su vasta red de órganos ejecutivos, constituida 
principalmente por sus 400 agencias, 27 hospitales y 460 cen-
tros médicos (servicios de consulta externa y unidades de 
emergencia), el INPS utiliza extensivamente los servicios de 
otras instituciones en todos los casos en que esta interven-
ción indirecta es más eficaz. Podemos notar por ejemplo que 
casi 90% de los pagos relativos a las prestaciones y práctica-
mente toda la recopilación de cotizaciones son efectuados por 
el intermediario de los bancos. 

Además, siguiendo una tendencia saludable más y más ge-
neralizada, el INPS firma acuerdos con sus empresas afilia-
das para la provisión de cuidados médicos a los miembros 
de su personal y sus dependientes, y para el otorgamiento de 
ciertas prestaciones. 

Conforme al Decreto Ley 225, anteriormente mencionado, es 
de la incumbencia del Presidente del INPS, después de con-
sultar a los miembros de la comisión de cordinación general, 
establecer las normas generales de la administración; es pro-
visto que el status jurídico del personal del instituto será 
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igual que bajo la legislación laboral, pero hasta la fecha no 
ha sido posible transferir los actuales funcionarios a este ré 
gimen. 

El Consejo Fiscal del INPS es compuesto de ocho miembros 
de los cuales cuatro son representantes gubernamentales, dos 
de los asegurados y dos de las empresas; ninguno de ellos pue-
den ser funcionarios del INPS; los representantes guberna-
mentales son designados por el Ministro bajo recomendación 
del Presidente del Consejo Administrativo del DNPS, mientras 
que los de los asegurados y de las empresas son elegidos por 
sus confederaciones respectivas. Uno de los representantes gu-
bernamentales asume la presidencia del consejo fiscal y es 
designado por el Ministro. 

Además de otras funciones inherentes a su calidad de órga-
no de control y financiamiento, el dominio de competencia del 
consejo fiscal se extiende a otras actividades: contribuir a la 
elaboración del presupuesto del INPS; examinar las cuentas 
de los órganos responsables de préstamos y valores; exami-
nar la legalidad de los convenios, acuerdos y contratos fir-
mados por el INPS. 

En la sede de la inspección regional del INPS de cada Esta-
do hay una Comisión de Apelación de la Previsión Social, a 
veces más de una, a discreción del DNPS. 

La comisión se compone de dos representantes gubernamen-
tales designados por el ministro entre los funcionarios del 
INPS (uno de ellos presidiendo también bajo designación del 
ministro), de un representante de los asegurados y de uno 
representando las empresas, elegidos por sus federaciones res-
pectivas, o a falta de éstas, por los sindicatos. 

Es a esta comisión que incumbe dentro de los límites de su 
jurisdicción, decidir sobre las apelaciones voluntarias de los 
beneficiarios y de las empresas contra las decisiones del INPS 
referente a prestaciones, cotizaciones y otras cuestiones rele-
vantes. 

7.—Apelaciones de las decisiones. 

Las apelaciones voluntarias contra las decisiones del INPS rela-
tivas a prestaciones, cotizaciones y otras cuestiones interesando 
a los beneficiarios y a las empresas, deben ser presentadas ante 
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las comisiones de apelación de la previsión social dentro de los 
30 días siguientes a la notificación de la decisión. 

Se puede apelar ante el consejo de apelación de la previsión so-
cial las decisiones de las comisiones (en el caso de sumas de-
bidas, la apelación al CRPS se admite solamente bajo una fianza 
correspondiente a la suma fallada o la presentación de una se-
guridad apropiada por la duración del proceso). 

Los miembros del personal del INPS pueden apelar las decisio-
nes de su presidente (o de su delegado) dentro de 30 días si se 
trata del Presidente del Consejo Directivo del DNPS. Sólo se pue-
den apelar las decisiones de este último si son contrarias a una 
decisión legal o reglamentaria, siendo entendido que en última 
instancia la decisión pertenece al ministro. 

La apelación debe ser presentada ante la autoridad de la cual 
emanó la decisión; sin embargo, cuando se trata de un litigio 
sobre una prestación, o de una apelación presentada dentro de 
los límites legales de tiempo, la apelación es transferida al ór-
gano competente por la autoridad a la cual fué equivocadamente 
dirigida. 

El límite de tiempo cuenta a partir de la fecha en la cual el in-
teresado fué informado de la decisión, o, en el caso de decisio-
nes del INPS tomadas por el intermediario de sus órganos lo-
cales, desde la fecha de una comunicación escrita entregada per-
sonalmente o por carta registrada; cuando el interesado no pue-
de ser informado o si se niega a recibir la comunicación, la de-
cisión es publicada en la prensa local de la comunidad en que 
se encuentra la sede del órgano del INPS; las decisiones rela-
tivas al personal se llevan a la atención de los interesados por 
medio de su publicación en el "Boletim de Servico" del INPS. 

Las decisiones tomadas por el Ministro, el DNPS y el CRPS son 
publicadas en la revista Oficial de la Unión o en cualquier otro 
órgano oficial de difusión (las decisiones de las comisiones del 
CRPS son casi siempre publicadas en el Boletín de Servicio del 
INPS), tomándose en consideración la fecha de publicación para 
establecer el límite de tiempo de la apelación; sin embargo, las 
decisiones también pueden ser comunicadas directamente por es-
crito y en este caso el límite de tiempo empieza a partir de la 
fecha de recepción de la comunicación. 
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El Ministro puede revisar ex-oficio las decisiones tomadas por 
los órganos o las autoridades del régimen general de la previsión 
social. 

8.—Disposiciones especiales para ciertas categorías. 

Dentro del cuadro del régimen general, hay ciertas categorías de 
asegurados (veteranos, periodistas, etc.), que son objeto de dis-
posiciones especiales. 

Veteranos. 

Los veteranos de la II Guerra Mundial tienen derecho a una pen-
sión por servicios prolongados y a una pensión especial; por ve-
teranos se entiende todos los que tomaron parte activa en las 
fuerzas expedicionarias brasileñas, en la fuerza aérea brasileña, 
y en la marina mercante bajo condiciones previstas en la Cons-
titución. 

Los veteranos, cuyo salario es superior al tope de la previsión, 
o sea 10 veces el salario mínimo, pueden solicitar al Instituto de 
pagar cotizaciones en la base de su salario verdadero para poder 
obtener una pensión por servicios prolongados o para tener de-
recho a una pensión bajo las condiciones especiales previstas. 

La pensión por servicios prolongados es otorgada a los asegura-
dos veteranos que hayan completado un mínimo de 25 años de 
servicio y pagado 36 cotizaciones mensuales (más de 10 veces 
el salario mínimo). El monto equivale a la mitad del salario re-
cibido durante los últimos 12 meses. Es objeto de un reajuste 
cada vez que los trabajadores de la misma categoría se benefi-
cian de un aumento de salario. 

La pensión de sobrevivientes de los asegurados veteranos siem-
pre representa 70% del último salario íntegro del difunto, y es 
objeto de un reajuste cada vez que los trabajadores de la misma 
categoría se benefician de un aumento de salario. No hay límite de 
edad para hijas o hermanas con derecho a la pensión, pero para 
los hijos el límite es de 21 años. 

Periodistas. 

La pensión por servicios prolongados de los periodistas es otor-
gada después de 30 años de servicio y del pago de por lo menos 
24 cotizaciones mensuales; es equivalente a su salario profesio- 
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nal, o representa la mitad de sus últimas 36 mensualidades si 
éstas son superiores. 

B. SEGURO DE ACCIDENTES DE TRABAJO 

Aunque el seguro de accidentes del trabajo pertenece actualmen-
te a la previsión social, tiene sus propias disposiciones. 

En caso de accidentes de trabajo, el asegurado o sus dependien-
tes tienen derecho a las prestaciones de seguridad social, pero 
bajo condiciones especiales; además, el asegurado puede bene-
ficiarse de una prestación especial, de una indemnización por 
accidente, o recibir un peculio. Las prestaciones de accidentes de 
trabajo no son subordinadas a un período de calificación y su 
monto es siempre igual al salario del asegurado el día en que 
ocurrió el accidente. 

En lo que se refiere al financiamiento de las prestaciones de ac-
cidentes de trabajo, las empresas pagan una cotización comple-
mentaria, y no participan en su financiamiento ni los asegurados 
ni el gobierno. 

Hemos visto que la Ley No. 5316, del 14 de septiembre de 1967, 
integró la cobertura del Seguro de Accidentes de Trabajo a la 
Previsión Social, y así puso fin, después de. largos años de es-
fuerzos, a la gestión de este campo de seguro por las compañías 
de seguro privadas. Sin embargo, bien que la ley habla de "inte-
gración", la cobretura de los accidentes de trabajo o enfermeda-
des profesionales se distingue en realidad en varios aspectos de 
la cobertura de otras causas de incapacidad que son propiamen-
te dichas el objeto de la previsión social. 

Las prestaciones de accidentes de trabajo o de enfermedades pro-
fesionales son pagadas en las siguientes condiciones: 

1) La prestación de enfermedad es pagada a partir del l6avo. 
día que sigue la cesación de trabajo o del día después del 
día en que ocurre el accidente si la empresa así lo prefiere, 
en cuyo caso la cotización es ligeramente aumentada a fin 
de asegurar el financiamiento del seguro. La prestación men-
sual equivale al 92% del salario que sirve de base a la cotiza-
ción del asegurado el día en que ocurre el accidente (el sala-
rio mensual empleado como base para la gratificación del 
día del accidente). 

2) La Pensión de invalidez mensual equivale a 100% del salario 
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que sine de base a la cotización del empleado el día del ac-
cidente. El asegurado cuyo estado requiere asistencia per-
manente recibe una asignación suplementaria que correspon-
de al 25% del monto de la pensión. 

3) La Pensión de sobrevivientes representa 100% del salario que 
sirve de base a la cotización del empleado el día del acciden-
te sea cual sea el número de dependientes; cuando el derecho 
a pensión de uno de los beneficiarios llega a su término, su 
parte es dividida en partes iguales y es repartida entre los 
otros beneficiarios. 

4) La indemnización en caso de accidente es pagada a los ase-
gurados víctimas de accidentes que aunque hayan perdido 
más del 25% de su capacidad de trabajo no tienen derecho 
a la indemnización de enfermedad que reciben todos los ase-
gurados afiliados a la previsión social. Su monto es calcula-
do teniendo en cuenta el porcentaje de la pérdida de la ca-
pacidad de percibir ingresos en relación al salario mensual 
el día del accidente, el cual es tomado como base. Los pa-
gos son efectuados de por vida del asegurado, quien no pier-
de el derecho a las prestaciones por ejercer actividades re-
muneradas; el monto de la indemnización por accidente se 
añade al monto de su remuneración para fines de evaluación 
de las otras prestaciones. 

5) El peculio consiste en una suma de un sólo pago otorgada 
a las siguientes personas: los accidentados cuya capacidad de 
trabajo es reducida por al menos 25%; a las víctimas de 
accidentes teniendo derecho a una pensión de invalidez con 
la condición que la pensión pagadera por el régimen de pre-
visión social represente 90% o más de la pensión de acci-
dente de trabajo; y los dependientes del asegurado fallecido 
a causa de un accidente. En el primer caso, el peculio es 
calculado por medio de aplicar el porcentaje de pérdida de 
la capacidad de trabajo al monto correspondiente a 72 ve-
ces el salario mínimo más elevado en vigor a la fecha del 
otorgamiento de la prestación; en otros casos, el peculio re-
presenta 25% de 72 veces el salario mínimo más elevado en 
vigor en el país. 
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C) PREVISION SOCIAL DE LOS TRABAJADORES 
RURALES 

El programa básico que ya hemos mencionado anteriormente, que 
en la práctica constituye la previsión social de los trabajadores 
rurales, fué instituido por el decreto ley No. 563 el lo. de mayo 
de 1969, completado y extendido con el decreto ley No. 704 del 
24 de julio de 1969; el reglamento sobre la previsión social 
de los trabajadores rurales fué aprobado por decreto No. 65106 
del 5 de septiembre de 1969. 

1.—Extensión. 

El programa básico es destinado a asistir a los trabajadores, cu-
yas actividades no son cubiertas por el régimen general, comen-
zando naturalmente por los trabajadores rurales, con más exac-
titud, los empleados en el sector agrícola de la industria azuca-
rera; cubre, evidentemente, a los empleados de las empresas pro-
ductoras y proveedoras de la caña de azúcar, como también los 
empresarios independientes o las asociaciones que aunque no sean 
constituidas como empresas, utilicen la mano de obra en la pro-
ducción y la provisión de esta materia prima; el plan también 
cubre a los obreros empleados en la cosecha, es decir, los que 
trabajan con contrato de trabajo temporal característico de la 
actividad agrícola. 

Los dependientes de los asegurados del programa básico son los 
mismos que bajo el régimen general de la previsión social. 

2.—Financiamiento. 

El financiamiento del programa básico es asegurado por las co-
tizaciones: las de los trabajadores (de 4 a 60/a del salario míni-
mo regional); de las empresas (cuyo monto equivale a las de 
sus trabajadores más 2% del salario mínimo regional por tra-
bajador a fin de cubrir las prestaciones de accidentes de traba-
jo); y finalmente, las de la Unión en cantidad suficiente para su-
fragar los gastos de personal y administrativos y para cubrir las 
insuficiencias financieras del régimen que se pudiesen presentar. 
El FUNRURAL es financiado por una cotización del 1% sobre el 
valor comercial de los productos agrícolas, pagadera por el pro-
ductor y recopilada directamente por él cuando el mismo proce-
sa sus productos, o bien, por su comprador o consignatario. 
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3.—Prestaciones. 

El programa básico garantiza a los asegurados una indemnización 
de enfermedad, una pensión de invalidez y una pensión de vejez 
(a los 65 años como en el régimen general), una asignación por 
reclusión a los dependientes, una indemnización por gastos fu-
nerarios y la pensión de sobrevivientes; y finalmente servicios mé-
dicos para los asegurados y sus dependientes. 

El período de cotización al régimen general es tomado en consi-
deración para fines del programa básico y a la inversa en lo que 
concierne el período de calificación del derecho a las presta-
ciones. 

El monto de la prestación de enfermedad (pagadera a partir del 
31 día de interrupción del trabajo), de la pensión de invalidez 
y de la pensión de vejez corresponde al 70% del salario míni-
mo regional, aún si el salario del asegurado es superior a esta 
suma; el monto de la indemnización por gastos funerarios es 
igual que el que es pagado por la previsión social de los traba-
jadores urbanos (al máximo dos veces el salario mínimo); y fi-
nalmente, el monto de la pensión y de la asignación por reclu-
sión es calculado al igual que el régimen general (conforme al 
número de personas dependientes), pero tomando siempre como 
base una pensión correspondiente al 70% del salario mínimo. 

En el programa básico, la cobertura del riesgo de los accidentes 
del trabajo de hecho ya está integrada en la previsión social; no 
existen, como en el régimen general, condiciones especiales pa-
ra las prestaciones, y tampoco son sujetas a un período de ca-
lificaciones. Los cuidados médicos son otorgados, como ya he-
mos visto, por el intermediario del FUNRURAL, el cual otorga 
su asistencia a los hospitales y a los establecimientos sanitarios 
en las pequeñas localidades donde el trabajador rural y sus de-
pendentes pueden recibir servicios. 

4.—Administración. 

El programa básico es ejecutado y administrado por el Instituto 
Nacional de la Previsión Social. Los órganos de planificación, 
orienación y control de la previsión social tienen en este respec-
to las mismas funciones que bajo el régimen general. El INPS 
mantiene una contabilidad separada para el programa básico, cu-
yo presupuesto consigna los recursos destinados al financiamien-
to de su parte en los gastos administrativos del instituto. 
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El reglamento de la previsión social de los trabajadores rurales 
hace provisión para que el reglamento general de la previsión 
social sea aplicado al programa básico en la medida de lo po-
sible. 

EL FUNERAL es administrado por un comité directivo compues-
to de representantes del INPS, del Instituto Nacional de Desarro-
llo Agrícola, del Instituto Brasileño de Reforma Agraria, del Mi-
nisterio de Salud, de la Confederación Nacional de la Agricul-
tura y de la Confederación Nacional de Trabajadores Agrícolas. 
El representante del INPS preside el Comité Directivo. 

D. ASIGNACIONES FAMILIARES 

Aunque no son una parte integral de la previsión social (bien 
que estrictamente hablando sí se les podría considerar así), las 
asignaciones familiares son administradas por el INPS que co-
loca en un fondo especial las cotizaciones de las empresas para 
su financiamiento (4.3% de los salarios de cotización) y efec-
túa su pago en la base de 5% del salario mínimo regional por 
cada niño menor de 14 años, o sin límite en cuanto al número 
de niños inválidos. 

Cada mes la empresa añade a las cotizaciones que deben ser pa-
gadas al INPS la cotización de las asignaciones familiares y las 
deduce del total de las sumas pagadas a sus empleados, lo cual 
es un mecanismo de compensación eficaz y práctico de gran im-
portancia desde el punto de vista administrativo. 

Las asignaciones familiares fueron establecidas por la Ley No. 
4266 del 3 de octubre de 1963, y su reglamento por el decreto 
No. 53153 del 10 de diciembre de 1963; la Ley No. 559 del 11 
de diciembre de 1968 también hace provisión para el pago de 
asignaciones familiares a los asalariados que se benefician de una 
pensión de invalidez o de vejez, al igual que a todos los asegu-
rados de más de 65 años. 

E. REGIMENES ESPECIALES 

El seguro de accidentes de trabajo y la previsión social de los 
trabajadores rurales (incluyendo al FUNRURAL) y las asigna-
ciones familiares son ligadas al régimen general de tal manera 
que verdaderamente pueden ser considerados como partes inte-
grales de la previsión social propiamente dicha. 
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Además, existen ciertos regímenes especiales paralelos al régi-
men federal, pero que sólo son ligados a él por el carácter co-
mún de las medidas de protección social cuya estructura está ins-
pirada en las de la previsión. 

Presentamos a continuación los; principios de estos regímenes. 

1.—Empleados Públicos. 

Según los términos del estatuto de los funcionarios públicos ci-
viles de la Unión (Ley No. 1711 del 28 de octubre de 1958) e in-
dependientemente de las cotizaciones pagadas, los funcionarios 
federales tienen derecho a una pensión por servicios prolonga-
dos, pagada directamente de fondos públicos, después de 30 años 
de actividad (mujeres) ó 35 años (hombres). El monto de la pen-
sión equivale al último salario del funcionario. Los veteranos tie-
nen derecho a esa pensión después de 25 años de servicio y las 
otras categorías (magistrados por ejemplo) después de 30 años. 
A partir de los 70 años, el pago de la pensión es obligatorio, sien-
do su monto proporcional a los años de actividad. 

El estatuto hace provisión también por lo siguiente: 

1) La separación por razón de un mal estado de salud, con sa-
lario integral durante un máximo de dos años; 

2) Separación por causa de enfermedad de un miembro de la 
familia, el asegurado gozando de su salario también por dos 
años, recibiendo salario integral durante el primer año y dos 
terceras partes durante el segundo año. 

3) Separación por embarazo con salario integral durante 4 me-
ses; 

4) La pensión de invalidez, siendo el monto de la prestación 
proporcional a los años de servicio; en caso de accidente de 
trabajo de enfermedad profesional o de lesiones que causan 
invalidez, la prestación corresponde al salario integral; 

5) La separación especial por un período de seis meses, con sa-
lario integral si el asegurado tiene un mínimo de 10 años de 
servicio. 

Conforme a la Ley No. 3373, del 12 de marzo de 1958, relativa 
al programa de asistencia a funcionarios y a sus familias, en 
caso del fallecimiento de funcionario público, la familia de éste 
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recibe un peculio y una pensión mensual calculados en un sala-
rio de base sobre el cual también se calcula la cotización (5%); 
la pensión y el peculio son pagados por el Instituto de Previ-
sión y Asistencia de los funcionarios del Estado (IPASE), al 
cual se paga una cotización para el financiamiento de estas pres-
taciones. 

También es una función del IPASE (Decreto Ley No. 8450 del 
26 de diciembre de 1945) proveer los servicios médicos y hospi-
talarios a los funcionarios federales y a sus dependientes; es-
tos servicios no son subordinados a una cotización directa, sien-
do su financiamiento a cargo de la Unión por medio de sus pro-
pios recursos presupuestales. 

Los militares disponen de un régimen de pensión y de retiro se-
parado, como veremos a continuación, al igual que los funciona-
rios de los estados y de las municipalidades; para estos funcio-
narios cada Estado tiene una institución especial, la cual, en su 
propia esfera, es colocada bajo el control del IPASE. Los fun-
cionarios por lo general cuando no disponen de regímenes espe-
ciales en materia de previsión, deben ser asegurados obligatoria-
mente bajo el régimen general de la previsión social, es decir, 
el INPS. Para los funcionarios de los Estados las pensiones tam-
poco son subordinadas a las cotizaciones, sino que provienen di-
rectamente de los fondos públicos. 

2.—Militares. 

El retiro (inactividad) y la pensión de los militares son regla-
mentados, respectivamente por la Ley 4902 del 16 de diciembre 
de 1963 y la No. 3765 del 4 de mayo de 1960, siendo esta última 
reglamentada por el decreto No. 49096 del 10 de octubre de 1960. 
Conforme a la primera de estas tres leyes, los militares de las 
tres fuerzas armadas pasan a disponibilidad por medio de trans-
ferirlos al cuadro de reserva o por el retiro. Continúan a recibir 
su sueldo, es decir, la parte esencial del salario, siendo descon-
tadas ciertas designaciones recibidas por sus años de servicio 
activo. 

El transferimiento al cuadro de reserva puede ser efectuado so-
bre demanda o ex-oficio. En el primer caso, puede efectuarse des-
pués de 30 años de servicios o por la jubilación obligatoria te-
niendo en cuenta el rango. El transferimiento ex-oficio puede 
provenir de diferentes motivos especificados por la Ley, siendo 
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el más común que el interesado haya llegado al fin de la edad 
prevista para el servicio activo, la cual varía, según el rango, 
de los 66 años (general de la Armada o rango equivalente) a 
los 40 años ( Subteniente de la Marina). 

La separación, en forma de transferimiento a la reserva, puede 
tener lugar sobre demanda (únicamente en el caso de instructo-
res militares con más de 35 años de servicio) o ex-oficio. La 
separación ex-oficio existe únicamente para los militares degra-
dados y colocados en la reserva que hayan alcanzado el límite 
de edad, los inválidos, los que son juzgados incapaces moral y 
profesionalmente (sin un fallo de expulsión), o los que sufren 
una incapacidad de duración de más de dos años. La edad máxi-
ma de mantenimiento en el cuadro de reserva varía según el 
rango. 

La separación o el transferimiento al cuadro de reserva corres-
ponde para el militar a la pensión del funcionario civil; la sepa-
ración y el transferimiento a la reserva no son subordinados a 
cotizaciones, puesto que el pago de jubilación a la cual tienen 
derecho proviene directamente de fondos públicos. 

Al igual que en el caso de funcionarios civiles, las pensiones de 
los militares son financiadas por cotizaciones obligatorias inscri-
tas en registros especiales; el militar separado o quien deja el 
servicio activo puede continuar cotizando a fin de obtener una 
pensión; la cotización mensual corresponde a 2 días de sueldo 
(básico y gratificaciones); la pensión es pagadera a sus depen-
dientes previstos por la ley y su monto representa en general 20 
veces la cotización mensual. 

Las fuerzas armadas también hacen provisión en una medida más 
o menos extensa, por servicios médicos u otros a sus miembros, 
conforme al Código de salarios y prestaciones de los militares 
(decreto 728 del 4 de agosto de 1969) y conforme al estatuto de 
los militares (decreto ley 1029 del 21 de octubre de 1969). 

3.—Otros regímenes. 

a) Empleados de los bancos de ahorro. 

Los empleados de los bancos de ahorros federales y los miem-
bros de su consejo superior son Asegurados (asociados) obli-
gatoriamente con el Servicio de Asistencia y de Seguros So 
ciales de los Bancos de Ahorro (SASSE) creado por la ley 
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No. 3149 del 21 de mayo de 1957. El Decreto Ley 43913 del 19 
de junio de 1958 reglamentó el SASSE cuya legislación ini-
cial fue el objeto de modificaciones y otros cambios de 
menos importancia por la Ley No. 4518 del 2 de diciembre 
de 1964. 

El SASSE otorga a sus asegurados las siguientes prestacio-
nes 

1. Una pensión (por invalidez, servicios prolongados y límite 
de edad), cuyo monto corresponde al salario integral des-
pués de treinta años de actividad o es proporcionado a 
los años de actividad (una 30ava. parte del salario por 
año de servicios); 

2. Una pensión de sobrevivientes cuyo monto no es menos 
de 60% del salario del empleado fallecido; 

3. Otras prestaciones y servicios. 

Estas prestaciones son financiadas por una triple cotiza-
ción; de los asegurados, de los bancos de ahorros, de sus 
depositantes y mutualistas. Estas cotizaciones son recopi-
ladas por medio de un porcentaje pagado sobre los de-
pósitos y los préstamos. 

El SASSE es administrado por un Presidente y por una 
comisión consultiva y depende actualmente del ministro 
de Trabajo y de la Previsión Social (pero no bajo los ór-
ganos de planificación, orientación y control de la pre-
visión social). 

De hecho, los empleados de los bancos de ahorros deben 
ser cubiertos por el régimen general de la previsión so-
cial; esta excepción parece tanto más anormal si se toma 
en cuenta la reciente fusión de los bancos de ahorro en 
un conjunto único incluyendo a sus empleados, en el ré-
gimen de la legislación laboral. 

b) Miembros del Congreso. 

El Instituto de Previsión de los miembros del Congreso (IPC) 
fué creado por la ley 4284 del 20 de noviembre de 1963. Se 
trata de una institución autónoma con sede en Brasilia; su 
reglamento fué aprobado por el Consejo Consultivo del orga-
nismo el 11 de marzo de 1964. 
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Estas medidas hacen provisión para el seguro obligatorio con 
el IPC de los parlamentarios y exparlamentarios; los parla-
mentarios no reelegidos (y aún los que no hayan sido can-
didatos) tienen la posibilidad de cotizar para cubrir el tiem-
po que les falta para completar el período de calificación 
y recibir a cambio una suma que representa el monto de 
sus cotizaciones aumentado por un complemento correspon-
diente al número de años durante los cuales ejercían su man-
dato sobre la base de una prestación mínima. 

Se pueden inscribir como asegurados del IPS los funciona-
rios del Congreso Nacional si presentan su demanda dentro 
de seis meses a partir de la fecha de entrar en función. 

Los asegurados del IPC y sus dependientes tienen derecho a 
las siguientes prestaciones: 

1) Una pensión de monto proporcional a la duración del 
mandato o servicio en la proporción de una 30ava. par-
te de la indemnización fijada o del salario anual; no 
puede ser inferior que la 4a. parte de la indemnización 
fijada ni ser superior a ella; en el caso de los funciona-
rios del congreso su monto equivale al salario; 

2) Una pensión integral en caso de invalidez debido a un 
accidente de trabajo o a una enfermedad o afección in-
curables sin tomar en cuenta la duración del mandato 
o de los servicios; 

3) Una pensión de sobrevivientes cuyo monto es de la mitad 
de la pensión más 10% por cada dependiente hasta 5; 

4) Una indemnización por gastos funerarios que equivale 
a un mes de indemnización parlamentaria o de salario. 

Los fondos del IPC provienen de las cotizaciones de los ase-
gurados (10% de la indemnización fijada o del salario), de 
una cotización de la Cámara de Diputados o del Senado Fe-
deral (del mismo monto), de las deducciones de la indem-
nización de los parlamentarios ausentes de las sesiones y de 
la cotización de los pensionados (7% de la pensión) 

El IPC es administrado por un presidente elegido anualmen-
te por una de las cámaras del congreso, alternativamente, y 
un consejo consultivo de seis miembros (2 senadores y 4 
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diputados elegidos por las personas que contribuyen al fi-
nanciamiento del régimen). 

c) Buscadores de Dimantes. 

Finalmente, en este capítulo sobre regímenes especiales, con-
viene señalar la Fundación de Asistencia a los buscadores de 
diamantes, la cual colocada bajo la responsabilidad del Mi-
nistro de Trabajo y de la Previsión Social, tiene como obje-
tivo, como lo indica su nombre, de proveer ciertos servicios 
de asistencia, comenzando con los servicios médicos (Ley 
3295 del 30 de octubre de 1957), a los buscadores de diaman-
tes y gambucinos de oro. 

Sin embargo, es un órgano más bien de poca extensión tan-
to desde el punto de vista de las personas asistidas como 
de su programa; se menciona aquí solamente para que nues-
tra enumeración sea más completa y por consecuencia más 
exacta. 

4.—Organismos de asistencia social. 

El conjunto de órganos, instituciones, etc., a los cuales incumbe 
en Brasil la responsabilidad de los programas de protección so-
cial incluye, además de los servicios de carácter determinado, co-
mo de la salud pública y de la educación, o los programas espe-
ciales como los de la vivienda, a diversos organismos de asis-
tencia, algunos de los cuales son más directamente relacionados 
con la previsión social y son considerados paralelos a ésta. 

a) SESI Y SESC 

Teniendo en cuenta los recursos a su disposición, los prin-
cipales organismos de este tipo son el Servicio Social de 
la Industria (SESI) y el Servicio Social del Comercio (SESO), 
dirigidos por las categorías patronales respectivas por el 
intermediario de sus asociaciones sindicales principales, la 
Confederación Nacional de la Industria y la Confederación 
Nacional del Comercio. 

Ambos tienen como fin proveer ciertas formas de asistencia 
social determinadas y ciertos otros servicios conexos finan-
ciados por medio de una cotización obligatoria de las em-
presas industriales y comerciales, la cual representa 1.5% de 

147 



los salarios de cotización; es recopilada al mismo tiempo que 
las cotizaciones del régimen general de la previsión social 

Vistos con excepticismo por los técnicos y los especialistas 
de la previsión social, el SESI y el SESO tienen programas 
demasiado vagos para poder ser ejecutados como ellos qui-
sieran; sus servicios no se pueden reclamar como derecho, 
porque es cuestión sólo de beneficiencia por parte de las em-
presas (aunque las cotizaciones sean obligatorias). Bien que 
hay que reconocer que ambos presentan algo positivo y han 
logrado ciertas realizaciones de interés social, existe general-
mente la convicción que éste es un sector de la protección 
social que debe ser mejorado. 

b) "La Legión Brasileña de Asistencia". 

La "Legión Brasileña de Asistencia" recientemente transfor-
mada en fundación (Decreto Ley 593 el 27 de mayo de 1969), 
otorga su asistencia a la maternidad, a la ,Infancia y a la ado-
lescencia; es financiada directamente por la Unión por me-
dio de recursos presupuestales y de otras fuentes de finan-
ciamiento incluyendo una parte del ingreso de la lotería de-
portiva recientemente creada. 

c) Otras Instituciones. 

Entre otras instituciones de asistencia, que con la previsión 
social, completan el conjunto de las medidas de protección 
social que son de la responsabilidad de los poderes públi-
cos, conviene mencionar, por ejemplo, la Fundación Nacio-
nal del Bienestar de los Mineros, a la cual son afiliadas va-
rias instituciones operando dentro de los Estados y con ob-
jetivos idénticos y programas idénticos de los cuales cabe 
hacer hincapié en los establecimientos escolares para mine-
ros. Por medio de la campaña nacional de la alimentación 
escolar, el Ministro de Educación y Cultura provee una ayuda 
alimenticia a los estudiantes de las escuelas primarias en to-
do el país. 

Son también muy significativas las actividades de los sindi-
catos obreros, en lo que concierne a los cuidados médicos (que 
en adelante deben ser otorgados bajo convenios firmados 
con la previsión social), la asistencia escolar (becas, coope-
rativas, etc.), y la asistencia jurídica, etc. Estas tienen la ten- 
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dencia de intensificarse debido a la atención particular que 
el gobierno les presta actualmente. 

Aunque no tenga en realidad mucha importancia, mencione-
mos la asignación otorgada por el Ministro de Trabajo y de 
la Previsión Social en ayuda de recursos presupuestales nor-
males (y así independientes de cualquier cotización especial) 
a las familias de más de 6 niños que no reciben asignaciones 
familiares; sus recursos básicos, establecidos en valores fi-
jados cuando se instituyeron en 1941 por el Decreto Ley 3200 
(Ley de Protección Familiar), aunque modificados en 1963 
(Ley 4242 del 17 de julio) son hoy día claramente insufi-
cientes en vista de la devaluación de la moneda. Parece ex-
traño que esta asignación siga existiendo aún sin haber si-
do actualizada. 

5.—Programas Privados. 

Conforme a su Ley Orgánica (régimen familiar), la previsión so-
cial está autorizada a desarrollar seguros colectivos de carácter 
voluntario con el fin de incrementar sus prestaciones en circuns-
tancias en que debe establecerse un acuerdo entre los asegurados, 
las empresas y el Instituto Nacional de la Previsión Social, con 
la aprobación del Departamento Nacional de la Previsión Social 
después de consultar el servicio actuarial; sin embargo, hasta el 
tiempo presente, esta autorización legal no ha tenido ningún 
efecto. 

Sólo fué recientemente que han aparecido en Brasil programas 
de tipo privado en materia de previsión, aunque estos programas 
son muy frecuentes y muy útiles en otros países. Parece probable 
que su inexistencia virtual se deba hasta ahora al nivel general-
mente muy bajo de la gran mayoría de los salarios; con muy po-
cas excepciones, estos programas son insuficientes para conferir 
a sus iniciativas verdaderas dimensiones sociales, y casi no pue-
den llegar más allá de las preocupaciones actuales e inmediatas. 
Este cuadro poco favorable empieza aquí y allá a enseñar lige-
ras modificaciones en cuanto a los seguros de grupo que ciertas 
empresas establecen para su personal o los que provienen de la 
iniciativa de organismos que representan ciertas clases sociales, 
categorías profesionales o asociaciones civiles; también existen 
en este respecto instituciones privadas de previsión, las cuales ori-
ginalmente eran reservadas a los militares pero que rápidamente 
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aceptaron a miembros civiles; el "Gremio Beneficente dos Oficiais 
do Exército" (GBROEX), la "Caixa de Peculio dos Militares" 
(CAPEMI), el "Montepío Geral da Familia Militar", etc. Otro buen 
ejemplo: El "Montepío Geral de Economia dos Servidores do 
Estado", originalmente reservado a los funcionarios civiles, que 
ahora al contrario admite a los militares. 

También conviene mencionar por lo menos el Instituto de Pre-
visión de los Clérigos (IPREC), cuyos afiliados y miembros co-
tizantes son los sacerdotes y los religiosos en general, así como 
los laicos de la iglesia católica; la Fundación de Garantía del atle-
ta profesional (FUGAP) que tiene personalidad jurídica del dere-
cho privado, pero que se beneficia del patrocinio del gobierno del 
Estado de Guanabara (que aprobó sus estatutos por el decreto 
"N" No. 127 del 6 de enero de 1964). Esta Fundación tiene co-
mo fin "constituir y administrar un fondo de garantía destinado 
a asegurar al jugador de futbol, cuando se encuentra incapaci-
tado definitivamente para ejercer su profesión, el pago de sus 
mensualidades durante el período de transición necesario a su 
adaptación a otra actividad profesional. 

III. DATOS ESTADISTICOS 

A. No. de personas aseguradas en el INPS. 

:Hemos visto que la previsión social brasileña cubre, directa o 
indirectamente, sólo un poco menos de 36 millones de personas 
(un poco más de una tercera parte de la población) y que es 
constituida principalmente por el régimen general, o la previsión 
para trabajadores urbanos, bajo la responsabilidad del Instituto 
Nacional de la Previsión Social. 

Los totales que se encuentran a continuación sólo conciernen al 
INPS por que los datos relativos a otros regímenes no son co-
nocidos o en realidad son muy escasos. 

Podemos decir que el número de personas afiliadas al INPS lle-
ga aproximadamente a 9 millones de asegurados activos: El INPS 
otorga una pensión o prestaciones de enfermedad a 1.300,000 ase-
gurados que hayan dejado su actividad, lo cual representa una ci-
fra de 10.300,000; si añadimos a este toal las personas titulares 
de una pensión de sobrevivientes (1.500,000) llegamos a la cifra 
de 11.800,000. A éstos tenemos que añadir los 24.200,000 personas 
dependientes para llegar al total general de los brasileños para 
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los cuales ejerce su acción el INPS, o sea 36 millones. La repar 
tición de esta cifra total por categorías de beneficiarios y contri-
buyentes es como sigue: 

BENEFICIARIOS DEL INPS 
(cifras redondas) 

Asegurados "activos" 

Empleados 	  7.055,000 

Empleadores 	  1.000,000 

Trabajadores independientes 	 670,000 

Funcionarios Públicos 	  118,000 

Asegurados Voluntarios, Personas coti- 
zando dos veces, etc. 	  82,000 

Empleados del INPS 	  75,000 9.000,000 

Asegurados "pasivos" 

Pensionados 	  860,000 
Beneficiarios con prestaciones de enfer- 

medad 	  440,000 1.300,000 

Titulares de pensiones de sobrevivientes. L500,000 

Dependientes 	  24.200,000 

Total General 	  36.000,000 

B. Prestaciones otorgadas por el INPS en 1969. 

Casi dos millones de personas reciben cada mes del INPS las 
prestaciones calificadas de "continuas" (pensiones de vejez y de 
invalidez, prestaciones de enfermedad, pensiones de sobrevivien-
tes), y las prestaciones que son pagadas una sola vez (asignacio-
nes de maternidad, indemnizaciones por gastos funerarios, pecu-
lios, etc.) y servicios médicos. 

Durante el año de 1969 casi dos millones de personas gozaron de 
prestaciones mensuales "continuas", de las cuales daremos a con-
tinuación su repartición: 

151 



PRESTACIONES PAGADAS POR EL INPS EN 1969 

Categoría 

Prestaciones de enfermedad 	  
Pensiones 

Número 

440,000 

Invalidez 	  470,000 

Vejez 	  127,000 

Servicios Prolongados 	  225,000 

Varios (Especiales) 	  38,000 860,000 

Asignaciones por prolongación de actividad 
profesional 	  86,000 

Pensiones de sobrevivientes (pagadas 	 
1.500,000 personas 	  609,000 

Varios 	  5,000 

Total General 	  2.000,000 

Se deben añadir a las cifras arriba indicadas los 720,000 asigna-
ciones de maternidad, los 60,000 indemnizaciones por gastos fu-
nerarios y los 4,000 peculios otorgados a títulos diversos y pa-
gados en el curso del mismo año, llegando así a 2.784,000 el to-
tal de las personas que recibieron prestaciones del INPS en 1969, 
por un costo de 3 billones, 288 millones de cruceiros. 

De los dos millones 784,000 prestaciones pagadas durante el año 
pasado, aproximadamente 1.340,000 eran prestaciones nuevas, es 
decir, otorgadas durante el año fiscal 1969, y concernían tanto a 
los pagos "continuos" como a los pagos de una sola vez. 
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